ORDEN DEL DÍA DE LA SEGUNDA SESIÓN DEL SEGUNDO PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES, CORRESPONDIENTE AL PRIMER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA QUINCUAGÉSIMA SÉPTIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO

5 DE OCTUBRE DE 2006.

PRESIDENTE: DIP. JOSÉ LUIS MORENO AGUIRRE.
6.- Primera lectura de dictámenes relativos a reformas constitucionales:

A.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, relativo a una iniciativa para reformar el primer párrafo y la Fracción VIII del artículo 158 M, de la Constitución Política del Estado, propuesta por los Diputados Jesús María Montemayor Garza, Francisco Saracho Navarro y Francisco Javier Z´Cruz Sánchez, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional.

B.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, relativo a una iniciativa para reformar el artículo 176 de la Constitución Política del Estado, propuesta por los Diputados Juan Carlos Ayup Guerrero, Horacio de Jesús del Bosque Dávila y Guadalupe Sergio Reséndiz Boone, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional.

7.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de dictámenes en cartera:

A.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, relativo a una iniciativa para reformar el artículo 28, Fracción VI, de la Ley de Asistencia Social para el Estado de Coahuila de Zaragoza, formulada por los Diputados Alfredo Garza Castillo y Jorge Alberto Guajardo Garza, del Grupo Parlamentario “Ignacio Zaragoza” del Partido Unidad Democrática de Coahuila.

B.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, relativo a una iniciativa de reforma a diversos artículos de la Ley de Asistencia Social para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por las Diputadas Julieta López Fuentes y Jeanne Margaret Snydelaar Hardwick, así como por el Diputado José Luis Moreno Aguirre, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional.

C.-
Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y para la Atención de las Personas de Capacidades Diferentes, Adultos Mayores y Pensionados y Jubilados, relativo a la iniciativa que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley para el Desarrollo Integral de las Personas con Discapacidad, propuesta por los Diputados Demetrio Antonio Zúñiga Sánchez y Miguel Angel Riquelme Xolís, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional.
D.-
Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Finanzas, relativo a una iniciativa de reforma al Código Financiero para los Municipios del Estado; a la Ley Reglamentaria del Presupuesto de Egresos y al Código Penal para el Estado de Coahuila, propuesta por los Diputados Jorge Arturo Rosales Saade y César Flores Sosa, del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada” del Partido Acción Nacional.

E.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, relativo a una iniciativa de reforma y adiciones a la Ley de Acceso a la Información Pública, y al Código Penal de Coahuila, formulada por los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada”, del Partido Acción Nacional. Nota.- por acuerdo de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, se regresa a Comisión.

F.-
Dictamen presentado por las Comisiones Unidas del Agua y de Ecología y Medio Ambiente, con relación a la proposición con Punto de Acuerdo, sobre “Elaboración del padrón real de pozos de agua existentes en el estado”, planteada por el Diputado Raúl Xavier González Valdés.
G.-
Dictamen presentado por la Comisión de Comunicaciones y Obras Públicas, en el cual se propone un Punto de Acuerdo en el que se exhorta a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes y a Caminos y Puentes Federales de Ingresos y Servicios Conexos del Gobierno Federal, a fin de que adopten una política preventiva más práctica en la prevención de accidentes, y especificamente a que promuevan la realización de las mejoras que requiere la Autopista Saltillo-Torreón y el tramo libre correspondiente, a fin de disminuir su peligrosidad y evitar los frecuentes accidentes que en ésta se suscitan. Adicionalmente, se amplíen los servicios de apoyo en esta vía de comunicación, atendiendo con la misma solicitud la carretera libre y la autopista.

DICTAMEN de la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa para reformar el  primer párrafo  y la fracción VIII del artículo 158 M de la Constitución Política del Estado, propuesta por los Diputados Jesús María Montemayor Garza, Francisco Saracho Navarro y Francisco Javier Z Cruz Sánchez, del Grupo Parlamentario  “ Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional; y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión extraordinaria celebrada por el Pleno del Congreso el día 21 de agosto del año en curso, se acordó turnar a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales,  la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, la Iniciativa para reformar el  primer párrafo  y la fracción VIII del artículo 158 M de la Constitución Política del Estado, propuesta por los Diputados Jesús María Montemayor Garza, Francisco Saracho Navarro y Francisco Javier Z Cruz Sánchez, del Grupo Parlamentario  “ Jesús Reyes Heroles”, del Grupo Parlamentario  “ Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracciones I, y  103 fracción I, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- La Iniciativa, para reformar el  primer párrafo  y la fracción VIII del artículo 158 M de la Constitución Política del Estado, propuesta por los Diputados Jesús María Montemayor Garza, Francisco Saracho Navarro y Francisco Javier Z Cruz Sánchez, del Grupo Parlamentario  “ Jesús Reyes Heroles”, “ Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional, se basa en las consideraciones siguientes:

“ A partir del año de 1983, en el Artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se estableció que, en caso de declararse desaparecido un Ayuntamiento y por renuncia o falta absoluta de la mayoría de sus miembros, las Legislaturas de los Estados podrán designar de entre los vecinos Concejos Municipales para concluir los períodos correspondientes, si conforme a la ley no procede que entren en funciones los suplentes o que se celebren nuevas elecciones.

En concordancia con lo dispuesto. en el Artículo 115 de la Constitución General de la República, la mencionada facultad de designar Concejos Municipales, se incorporó al texto de la Constitución Política del Estado en el año de 1994, quedando consignada en los Artículos 67 y 134 del propio ordenamiento constitucional local.

Esta disposición, que contiene una previsión que permite evitar vacíos de autoridad y garantizar la gobernabilidad en los municipios, se mantiene vigente tanto en la Constitución Federal como en la Constitución del Estado. 

Por lo que se refiere a la legislación estatal, en el año 2001 se actualizaron las normas aplicables para constituir los Concejos Municipales y, conforme a ello, se estableció una nueva regulación que quedó contenida en la Constitución Política Local y en el Código Municipal para el Estado Coahuila.

Esta nueva regulación, quedó consignada en el Título Sexto de la Constitución Política del Estado, en los siguientes términos:

"Artículo 158-M. En caso de declararse desaparecido un Ayuntamiento o un Concejo Municipal por renuncia o falta absoluta de la mayoría de sus miembros, si conforme a la ley no procede que entren en funciones los suplentes ni que se celebren nuevas elecciones, el Congreso del Estado constituirá un Concejo Municipal, conforme a las bases siguientes:

I. El Concejo Municipal se constituirá de entre los vecinos del Municipio de que se trate y estará integrado por un concejal presidente, un síndico y cinco concejales, propietarios y suplentes, que serán designados por insaculación por el Congreso del Estado.

II. Para realizar la designación, el Congreso del Estado por acuerdo. de la mayoría de sus miembros presentes, presentará una terna de vecinos para cada cargo del Concejo Municipal. Para tal efecto, podrán recibir propuestas de la ciudadanía de los Municipios que correspondan, bajo los requisitos, condiciones y límites que se fijen en la convocatoria respectiva.

III. Los vecinos del Municipio que formen parte de la terna que apruebe el Congreso del Estado, deberán cumplir, invariablemente, los requisitos de elegibilidad establecidos para los regidores; pero en todo caso, los vecinos deberán distinguirse por su honorabilidad, honestidad y compromiso ciudadano acreditados en la comunidad.

IV. De entre la terna propuesta se realizará, en forma pública, transparente y al mismo tiempo, la insaculación para cada integrante del Concejo Municipal, sea propietario o suplente, respectivamente.

V. El Concejo Municipal designado concluirá el período municipal correspondiente y ejercerá con plenitud las funciones que se otorgan a los miembros de los Ayuntamientos, respectivamente.

VI. Si alguno de los miembros del Concejo Municipal dejare de desempeñar su cargo, será sustituido por su suplente o se procederá con arreglo a la ley.

VII. En el caso de que un Concejo Municipal se ubique en el supuesto previsto en el artículo anterior, el Congreso del Estado procederá de nueva cuenta a constituir el Concejo Municipal para concluir el período respectivo de conformidad con este artículo,

VIII. En todo caso, el Congreso del Estado deberá tomar las medidas necesarias para asegurar la gobernabilidad del Municipio mientras realiza la designación de los miembros del Concejo Municipal."

Como se señaló anteriormente, esta regulación también está contenida en términos similares en los Artículos 61 y 62 del Código Municipal para el Estado de Coahuila, con la diferencia de que en la primera de estas disposiciones, se incluyen como supuestos para que proceda la constitución de Concejos Municipales, la no celebración de la elección de munícipes antes del día señalado por la ley para la renovación del Ayuntamiento o cuando fuere declarada nula la elección.

En base a lo anteriormente señalado, se debe reconocer que la regulación contenida en los citados ordenamientos estatales, contempla con acierto los diversos casos en que es procedente constituir los Concejos Municipales y consigna con precisión el procedimiento que debe seguirse para ese efecto.

Por otra parte, conforme a lo previsto en la última fracción del Artículo 158-M. de nuestra Constitución y del correlativo Artículo 61 del Código Municipal, se aprecia que también está considerada la posibilidad de que en algunos casos pueden presentarse circunstancias que obstaculicen la constitución inmediata de los Concejos Municipales.

Teniendo en cuenta esa posibilidad, en las disposiciones anteriormente mencionadas, se establece que: "En todo caso, el Congreso del Estado deberá tomar las medidas necesarias para asegurar la gobernabilidad del Municipio mientras realiza la designación de los miembros del Concejo Municipal.".

Sin duda alguna, se puede decir que el sentido de esta previsión es correcto; más sin embargo, también se puede decir que está concebida en términos muy generales y que la falta de precisión sobre la forma en que se debe actuar en estos casos, puede dificultar la inmediata intervención del Congreso del Estado para cumplir con la finalidad de esta previsión, que es: "garantizar la gobernabilidad en los municipios".

Lo manifestado anteriormente, se basa en la consideración de que por la falta de precisión que se ha señalado, puede surgir alguna divergencia de criterios que complique la definición de las medidas que debe adoptar el Congreso del Estado, conforme a lo que se ordena en la mencionada previsión.

En cuanto al sentido de la misma previsión, se considera que también responde al propósito de que el Congreso pueda intervenir en forma inmediata, para evitar vacíos de autoridad en los municipios y asegurar la existencia de un órgano de gobierno transitorio que garantice la gobernabilidad en el municipio.

En virtud de lo expresado, se estima que es conveniente plantear una propuesta para la reforma del primer párrafo del Artículo 158-M de la Constitución Política del Estado, para incluir supuestos no contemplados constitucionalmente y que el Código Municipal consigna como casos en los que procede constituir Concejos Municipales. .

Asimismo, en dicha propuesta se plantearía la reforma de la Fracción VIII de la misma disposición constitucional, a efecto de que en su texto se haga la precisión de la forma en que debe actuar el Congreso del Estado, a fin de cumplir con lo que se establece en dicho apartado.

Conforme a ello, se considera conveniente proponer que, para los efectos de lo previsto en dicha disposición, se contemple el nombramiento de un órgano de gobierno o un cuerpo edilicio provisional, que en forma inmediata y transitoria asumiría el gobierno y la administración de los municipios.

Teniendo en cuenta que el sentido de dicha disposición, es de que exista una pronta intervención del Congreso del Estado, a efecto de que se garantice transitoriamente la gobernabilidad de los municipios, también se considera conveniente plantear que en los períodos de receso se pueda cumplir con lo señalado, así como que debe convocarse al Pleno del Congreso, para que proceda a la constitución del Concejo Municipal, en la forma que establece la Constitución Política local y el Código Municipal para el Estado de Coahuila.

Finalmente, se manifiesta que de considerarse procedente esta propuesta, posteriormente deberá plantearse la reforma del Artículo 61 del Código Municipal para el Estado de Coahuila, para su adecuación en concordancia con lo que se establezca en la Constitución Política local.

En virtud de lo expuesto y conforme a lo que se dispone en los Artículos 59, fracción " y 196, fracción 1, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como en el Artículo 49, fracción IV, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, los suscritos, como Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Jesús Reyes Heroles" del Partido Revolucionario Institucional, sometemos a la consideración y aprobación del Pleno de la Quincuagésima Séptima legislatura, la siguiente: INICIATIVA DE DECRETO PARA LA REFORMA DEL PRIMER PÁRRAFO Y LA FRACCIÓN VIII DEL ARTÍCULO 158-M DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO.”

TERCERO.-  La reforma del primer párrafo y de la fracción VIII del artículo 158 M de la Constitución Política del Estado, que ahora se estudia y dictamina por esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, sin duda alguna le da mayor claridad al precepto.

En efecto, con toda razón observan los autores de la iniciativa que el Código Municipal en el  artículo 61, no solamente contempla los supuestos por los que conforme al párrafo inicial del artículo 158 M, el Congreso del Estado deberá proceder a constituir un Concejo Municipal, sino que además, establece que en todos aquellos casos en que no se haya verificado la elección de munícipes antes del día señalado por la ley para la renovación del ayuntamiento, o cuando fuere declarada nula, deberá procederse por el Congreso de igual manera.

Así las cosas, la reforma que se propone adicionando el párrafo primero del artículo 158 M con las hipótesis que contempla el artículo 61 del Código Municipal, no sólo enriquece el precepto constitucional, sino que lo cohonesta con el ordenamiento municipal, despejando con ello incertidumbres que en un momento dado pudiesen dar lugar a controversias jurídicas respecto a la constitucionalidad de los supuestos contenidos en el Código Municipal y no contemplados en la propia Constitución local como casos en los que el Congreso debe constituir un Concejo Municipal.

Dadas las circunstancias, y a efecto de asegurar la gobernabilidad municipal, se establece en la fracción VIII del artículo 158 M, que en todo caso, el Congreso del Estado deberá tomar las medidas necesarias, mientras realiza la designación de los miembros del Concejo Municipal.

Como bien lo observan los autores de la iniciativa, el precepto es sumamente general, pues la expresión “ medidas  necesarias ” por su amplitud, da lugar a la especulación y a interpretaciones dificultando la actuación del Congreso; por ello, la propuesta de que en forma inmediata y transitoria se proceda al nombramiento de un Concejo Provisional, despeja la duda acerca de lo que debe entenderse por “ medidas necesarias”, pues además se faculta a la Diputación Permanente para designarlo en los períodos de receso del Pleno, con lo cual se asegura la gobernabilidad del municipio.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente someter a la consideración del Pleno, la  siguiente:

INICIATIVA DE DECRETO PARA LA REFORMA DEL PRIMER PÁRRAFO Y LA FRACCIÓN VIII DEL ARTÍCULO 158-M DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO.

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma el Primer Párrafo y la Fracción VIII del Artículo 158-M de la Constitución Política del Estado, para quedar como sigue:

Artículo 158-M. Cuando por cualquier circunstancia no se haya verificado la elección de munícipes antes del día señalado por la ley para la renovación del Ayuntamiento o cuando hubiere sido declarada nula, así como en el caso de declararse desaparecido un Ayuntamiento o un Concejo Municipal por renuncia o falta absoluta de la mayoría de sus miembros, si conforme a la ley no procede que entren en funciones los suplentes ni que se celebren nuevas elecciones, el Congreso del Estado constituirá un Concejo Municipal, conforme a las bases siguientes:

I. ... ...........

II. ............

III. ...........

IV. ...........

V. ............

VI. ...........

VII...........

VIII. En todo caso, el Congreso del Estado deberá tomar las medidas necesarias para asegurar la gobernabilidad del Municipio, mientras realiza la designación de los miembros del Concejo Municipal.

Para cumplir con lo anteriormente señalado, al tenerse formal conocimiento de la existencia de uno de los supuestos a que se refiere este artículo y de considerarse necesario, el Presidente de la Mesa Directiva del Congreso del Estado, nombrará en forma inmediata un Concejo Provisional, formado por vecinos del municipio que cumplan con los requisitos y reúnan la cualidades que se mencionan en la fracción III de esta misma disposición.

El Concejo Provisional estará integrado por un Concejal Presidente y dos Concejales y se encargará en forma transitoria del gobierno y la administración del municipio, con el auxilio de los servidores públicos de las dependencias y organismos de la administración pública municipal, a partir de la fecha en que se formalice su nombramiento y hasta que asuma sus funciones el Concejo Municipal que nombre el Congreso del Estado, conforme a lo que se establece en este artículo.

Cuando el Congreso del Estado se encuentre en receso, el Presidente de la Diputación Permanente de manera inmediata hará la designación del Concejo Provisional y de igual manera convocará al Pleno de la Legislatura, para que haga la designación del Concejo Municipal en un plazo no mayor de quince días.

TRANSITORIOS:

PRIMERO.- Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Este decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

TERCERO.- Se derogan las disposiciones que se opongan al presente decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a 11 de Septiembre  de 2006. 
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DICTAMEN de la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa para reformar el artículo 176 de la Constitución Política del Estado, propuesta por los Diputados Juan Carlos Ayup Guerrero, Horacio de Jesús del Bosque Dávila y Guadalupe Sergio Reséndiz Boone, del Grupo Parlamentario  “ Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional; y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión extraordinaria celebrada por el Pleno del Congreso el día 21 de agosto del año en curso, se acordó turnar a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales,  la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, la Iniciativa para reformar el artículo 176 de la Constitución Política del Estado, propuesta por los Diputados Juan Carlos Ayup Guerrero, Horacio de Jesús del Bosque Dávila y Guadalupe Sergio Reséndiz Boone, del Grupo Parlamentario  “ Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracciones I, y  103 fracción I, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- La Iniciativa, para reformar el artículo 176 de la Constitución Política del Estado, propuesta por los Diputados Juan Carlos Ayup Guerrero, Horacio de Jesús del Bosque Dávila y Guadalupe Sergio Reséndiz Boone, del Grupo Parlamentario  “ Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional, se basa en las consideraciones siguientes:

“ Desde 1917 a 1992, es decir durante 75 años, en el Artículo 130 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, estuvo vigente la disposición que facultaba a las Legislaturas de los Estados, para determinar el número máximo de ministros de los cultos, según las necesidades locales.

Conforme a lo establecido en la citada disposición de la Constitución General de la República, en el Artículo 176 de la Constitución Política del Estado se consignó dicha facultad, en los siguientes términos: "El Poder Legislativo, expedirá una ley en que se determine el número máximo de ministros de los cultos, que pueden ejercer su ministerio en el Estado, según las necesidades del mismo.".

En la misma disposición de la Constitución Local, también se dispuso lo siguiente: "Es obligación muy especial del Gobernador del Estado y de los Presidentes Municipales, hacer que se cumplan fielmente las prescripciones del Artículo 130 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.".

Como se señala anteriormente, la facultad asignada a las legislaturas estatales en materia de culto religioso, se mantuvo vigente en la Constitución General de la República durante largo tiempo, hasta que el día 29 de enero de 1992 queda derogada en virtud de la entrada en vigor de una reforma integral al Artículo 130 del mismo ordenamiento constitucional.

Así pues, en el nuevo texto del Artículo 130 de la Constitución Federal, se suprime la facultad que se asignaba a las legislaturas estatales para determinar el número máximo de los ministros de los cultos en el Estado y queda establecido un nuevo marco de facultades y responsabilidades para las autoridades de los estados y de los municipios, en materia de culto público y de iglesias y agrupaciones religiosas.

Según lo previsto en la Constitución General de la República, el 15 de julio de 1992 se expide la Ley de Asociaciones Religiosas y de Culto Público, en la que se complementa el marco jurídico de las facultades y responsabilidades que corresponden a los estados y municipios en la mencionada materia.

Aun cuando ha transcurrido un tiempo considerable desde la aprobación de la mencionada reforma constitucional federal y de la nueva Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público, en el texto de la Constitución Política del Estado, se mantiene la derogada disposición que facultaba a la legislatura local a intervenir en la materia de culto religioso.

En virtud de lo señalado, se ha considerado que es conveniente promover la reforma del Artículo 176 de la Constitución Política del Estado, con el fin de actualizar su texto conforme a las nuevas disposiciones federales.

Al respecto, debe señalarse que con anterioridad se promovió una propuesta de reforma con el mismo fin, la cual no se concretó por haber quedado en suspenso la conclusión del trámite legislativo correspondiente.

Si bien se reconoce lo anterior, también se manifiesta la consideración de que dicha propuesta pudo haber tenido un mejor sentido, ya que en ella se optó por plantear la derogación de la disposición contenida en la Constitución Local, cuando hubiera sido más aconsejable plantear su reforma, para plasmar lo relativo a la intervención que ahora corresponde al Estado y los Municipios en la referida materia.

Al hacerse esta consideración, también se resalta la conveniencia de que en el texto de la Constitución Política Local, se consigne una referencia clara de que aún existen facultades y responsabilidades que deben ser asumidas por el Estado y los municipios, en la mencionada materia de asociaciones religiosas y culto público.

En virtud de lo señalado y conforme a lo que se dispone en los Artículos 59, fracción " y 196, fracción " de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como en el Artículo 49, fracción IV, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, sometemos a la consideración y aprobación del Pleno de la Quincuagésima Séptima Legislatura, la siguiente: INICIATIVA DE DECRETO PARA lA REFORMA DEL ARTÍCULO 176 DE lA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO.”

TERCERO.- El texto vigente del artículo 130 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece:

“ ARTÍCULO 130.- El principio histórico de la separación del Estado y las iglesias orienta las normas contenidas en el presente artículo. Las iglesias y demás agrupaciones religiosas se sujetarán a la ley.

Corresponde exclusivamente al Congreso de la Unión legislar en materia de culto público y de iglesias y agrupaciones religiosas. La ley reglamentaria respectiva, que será de orden público, desarrollará y concretará las disposiciones siguientes:

a) Las iglesias y las agrupaciones religiosas tendrán personalidad jurídica como asociaciones religiosas una vez que obtengan su correspondiente registro. La ley regulará dichas asociaciones y determinará las condiciones y requisitos para el registro constitutivo de las mismas.

b) Las autoridades no intervendrán en la vida interna de las asociaciones religiosas;

c) Los mexicanos podrán ejercer el ministerio de cualquier culto. Los mexicanos así como los extranjeros deberán, para ello, satisfacer los requisitos que señale le ley;

d) En los términos de la ley reglamentaria, los ministros de cultos no podrán desempeñar cargos públicos.

Como ciudadanos tendrán derecho a votar, pero no a ser votados. Quienes hubieren dejado de ser ministros de cultos con la anticipación y en la forma que establezca la ley, podrán ser votados.

e) Los ministros no podrán asociarse con fines políticos ni realizar proselitismo a favor o en contra de candidato, partido o asociación política alguna. Tampoco podrán en reunión pública, en actos del culto o de propaganda religiosa, ni en publicaciones de carácter religioso, oponerse a las leyes del país o a sus instituciones, ni agraviar, de cualquier forma, los símbolos patrios.

Queda estrictamente prohibida la formación de toda clase de agrupaciones políticas cuyo título tenga alguna palabra o indicación cualquiera que la relacione con alguna confesión religiosa. No podrán celebrarse en los templos reuniones de carácter político.

La simple promesa de decir verdad y de cumplir las obligaciones que se contraen, sujeta al que la hace, en caso de que faltare a ella, a las penas que con tal motivo establece la ley.

Los ministros de cultos, sus ascendientes, descendientes, hermanos y cónyuges, así como las asociaciones religiosas a que aquellos pertenezcan, serán incapaces para heredar por testamento, de las personas a quienes los propios ministros hayan dirigido o auxiliado espiritualmente y no tengan parentesco dentro del cuarto grado.

Los actos del estado civil de las personas son de la exclusiva competencia de las autoridades administrativas en los términos que establezcan las leyes, y tendrán la fuerza y validez que las mismas les atribuyan.

Las autoridades federales, de los Estados y de los Municipios tendrán en esta materia las facultades y responsabilidades que determine la ley.”

El texto del artículo 176 de la Constitución Política del Estado, cuya reforma se propone, dice literalmente:

“ Artículo 176. El Poder Legislativo, expedirá una Ley en que se determine el número máximo de ministros de los cultos, que pueden ejercer su ministerio en el Estado, según las necesidades del mismo. Es obligación muy especial del Gobernador del Estado y de los Presidentes Municipales, hacer que se cumplan fielmente las prescripciones del artículo 130 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”

Como fácilmente se advierte de las trascripciones hechas, les asiste la razón a los autores de la Iniciativa, en cuanto que efectivamente, el artículo 176 de la Constitución Política local, no armoniza con el texto vigente del artículo 130 constitucional que no contempla la facultad asignada a las legislaturas estatales para determinar el número máximo de los ministros de los cultos en el Estado.

Así las cosas, a efecto de establecer una congruencia entre nuestra Carta Magna, la Ley de Asociaciones Religiosas y de Culto Público y nuestra Constitución Política local, se impone reformar el artículo 176 de esta última, estableciendo para el C. Gobernador del Estado y los Presidentes Municipales la obligación de cumplir fielmente las prescripciones del artículo 130 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; obligación que por otra parte se contiene en el artículo cuya reforma se propone.

Por lo demás, la obligación de observar la constitución general de la República que expresamente, en materia de culto, se impone a las autoridades estatales y municipales, no hace sino reforzar  la prevención que se enuncia en el artículo 183 de la Constitución Política local, que impone  a todo servidor público del Estado, guardar la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la particular del Estado y las leyes que de ellas emanen; dicho precepto  dice:

“ Artículo 183. Todo servidor público en el Estado, antes de tomar posesión de su cargo o empleo, hará la protesta de guardar la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la particular del Estado y las Leyes emanadas o que emanen de ambas, así como de desempeñar fielmente sus deberes. Si fueren de los que han de ejercer autoridad, añadirán la protesta de hacerlas guardar.”

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente someter a la consideración del Pleno, la  siguiente:

INICIATIVA DE DECRETO PARA LA REFORMA DEL ARTÍCULO 176 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO.

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma el Artículo 176 de la Constitución Política del estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 176. Es obligación del Gobernador del Estado y de los Presidentes Municipales, hacer que se cumplan fielmente las prescripciones del Artículo 130 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

TRANSITORIOS:

PRIMERO.- Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Este decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

TERCERO.- Se derogan las disposiciones que se opongan al presente decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a 11 de Septiembre  de 2006. 
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de reforma al Artículo 28, fracción VI de la Ley de Asistencia Social Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, formulada por los Diputados Alfredo Garza Castillo y Jorge Alberto Guajardo Garza, de la Fracción Parlamentaria “ Ignacio Zaragoza ”, del partido Unidad Democrática de Coahuila” y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 23 de mayo del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales la Iniciativa de reforma al Artículo 28, fracción VI de la Ley de Asistencia Social Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, formulada por los Diputados Alfredo Garza Castillo y Jorge Alberto Guajardo Garza, de la Fracción Parlamentaria “ Ignacio Zaragoza ”, del partido Unidad Democrática de Coahuila” y,  
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, 103 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- La Iniciativa de reforma al Artículo 28, fracción VI de la Ley de Asistencia Social Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, formulada por los Diputados Alfredo Garza Castillo y Jorge Alberto Guajardo Garza, de la Fracción Parlamentaria “ Ignacio Zaragoza ”, del partido Unidad Democrática de Coahuila” se basa en las consideraciones siguientes:

“ Es ilógico en demasía, que a cinco años de distancia de la reforma constitucional por la cual se consagra en nuestra carta magna la prohibición a ser discriminado, existan aún en nuestra legislación Estatal vestigios de este fenómeno.

En la presentación del libro La Discriminación en México: Por una Nueva Cultura de la Igualdad el Licenciado Gilberto Rincón Gallardo expresó "En el México de hoy existe una necesidad imperiosa de construir relaciones sociales, culturales, económicas y políticas ajenas a la exclusión, a la marginación y a la desigualdad. Se trata del necesario correlato de bienestar, de oportunidades y de respeto mutuo para nuestra recién alcanzada democracia política. Las nuevas formas de convivencia democrática a las que debemos aspirar como país sólo podrán existir si se asegura la eliminación de las barreras que impiden el ejercicio cabal de los derechos fundamentales y de las libertades básicas de las personas, así como su acceso a la igualdad real de oportunidades. Si no construimos relaciones democráticas y recíprocas de nuestra vida social, nuestra democratización se mantendrá frágil y el tejido de nuestra sociedad se verá fragmentado y plagado de desigualdades irreductibles".

En México, se han dado importantes avances en materia de discriminación en pro de una nueva cultura de convivencia entre los seres humanos, todo ello, a raíz de la modificación de que fueron objeto algunos artículos de nuestra Carta Magna, publicados el 14 de Agosto de 2001, en el Diario Oficial de la Federación vía decreto.

Es en la adición de un tercer párrafo al Artículo 1° de nuestra norma máxima, en la que se incorporó el derecho fundamental a no ser discriminado.

La discriminación se puede definir, como todo acto u omisión basado en prejuicios o convicciones relacionados con el sexo, la raza, la pertenencia étnica, el color de la piel, la nacionalidad, la lengua, la religión, las creencias políticas, el origen y la condición social o económica, el estado civil, el estado de salud, la situación real o potencial de embarazo, el trabajo o la profesión, las características físicas, la edad, la preferencia sexual, cualquier forma de discapacidad (o combinación de éstos y otros atributos), que genera la anulación, el menoscabo o la restricción del reconocimiento, el goce o el ejercicio de los derechos humanos, las libertades fundamentales y la igualdad real de oportunidades de las personas.

Los actos o hechos realizados bajo la concepción anterior, no son otra cosa que violaciones directas de los derechos humanos fundamentales, pues dañan la dignidad humana aún cuando se disimule.

En lo que se refiere al texto de la CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, éste fue reformado para quedar como sigue:

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE lOS ESTADOS UNIDOS

MEXICANOS QUE REFORMA

LA DE 5 DE FEBRERO DE 1857

TÍTULO PRIMERO

Capítulo I

De las Garantías Individuales

Artículo 1o.- En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará de las garantías que otorga esta Constitución, las cuales no podrán restringirse ni suspenderse, sino en los casos y con las condiciones que ella misma establece.

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la protección de las leyes.

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las capacidades diferentes, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.

Por su parte, la CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, fue adicionada en su texto el 13 de octubre de 2001, con la finalidad de adecuarla al precepto constitucional anterior, quedando de la siguiente manera:

CAPITULO II.

Garantías Individuales.

Artículo 7°. Todos los que habiten o residan, así sea accidentalmente en el territorio de Coahuila, gozan de las garantías que otorga la Constitución General de la República y que confirma la presente.

(ADICIONADO, P.O. 13 DE OCTUBRE DE 2001)

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las capacidades diferentes, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de estas personas. La ley establecerá mecanismos a favor de dichas personas, para que el goce de sus garantías de libertad, igualdad, seguridad jurídica y justicia social, sean reales, efectivas y equitativas dentro del estado humanista, social y democrático de derecho que salvaguarda esta Constitución.

En contraposición a los preceptos constitucionales anteriores y a los principios elementales de igualdad, encontramos que la LEY DE ASISTENCIA SOCIAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA vigente en su artículo 28 establece:

ARTICULO 28.- Corresponde al estado, a través del Sistema, brindar atención a los menores en situación extraordinaria, entendiendo como tales a aquellos que:

VI.- Se asocien con delincuentes, homosexuales, prostitutas, viciosos o vagos;

Es evidente que de la redacción del artículo 28 de la ley secundaria que nos ocupa, por una condición de preferencia sexual, se equipara a este sector con la delincuencia, la prostitución, los viciosos o los vagos, situación que vulnera la igualdad pretendida en los preceptos constitucionales aludidos, consumando un acto de notable discriminación.

En este orden de ideas y ante la inminente contradicción del ordenamiento jurídico con normas de jerarquía constitucional, esta fracción parlamentaria propone el siguiente proyecto de reforma.”

TERCERO.-  Efectivamente la necesidad de ser congruentes con los avances Jurídicos a nivel internacional y cuando hablamos de “Nuevos Retos en Los Derechos Humanos Internacionales”, reafirmamos los principios que están en los Tratados Internacionales de Derechos Humanos, y dando la Razón a organismos especializados como la ONU y la Propia Comisión que señala “ los derechos Humanos son Universales, Indivisibles, Interdependientes y están interrelacionados”. La declaración de Viena estipula que “Los Derechos Humanos y las libertades fundamentales son patrimonio innato de todos los seres humanos, su promoción y protección es responsabilidad primordial de los Gobiernos.

Hay que reconocer que el Racismo, la Discriminación, la Xenofobia y la Intolerancia, todavía persisten en algunos estados de Derecho, y continúan siendo causa de sufrimientos, desventajas y violencia, así como de otras violaciones graves de los derechos humanos, que deben ser combatidos por todos los medios disponibles como asunto de máxima prioridad. 

La igualdad desde un punto de vista jurídico implica la posibilidad o capacidad que tiene una persona de adquirir derechos o contraer obligaciones, cualitativamente propios de todos aquellos sujetos que se encuentren en su misma situación jurídica determinada; como garantía individual, el criterio que sirve de base para determinar la situación en la que se halla la persona, está integrado por la propia personalidad human en su aspecto universal abstracto, eliminando toda diferencia entre grupos humanos e individuos desde el punto de vista étnico, nacional, religioso económico, etc.; por ello, en el artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se prohíbe toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las capacidades diferentes, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas. 

Lo cierto es que frente a la garantía de igualdad que prohíbe discriminar a una persona en atención a sus preferencias sexuales; el incluir a los homosexuales entre las personas que pueden provocar que un menor se encuentre en situación extraordinaria, por el riesgo de ser corrompido, implica una política discriminatoria para aquéllos, por razón de su preferencia sexual. 

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente someter a la consideración del Pleno la siguiente: 

PROYECTO DE DECRETO PARA LA REFORMA DE LA FRACCION VI DEL ARTICULO 28 DE LA LEY DE ASISTENCIA SOCIAL PARA EL ESTADO DE

COAHUILA DE ZARAGOZA.
ARTICULO UNICO.- Se reforma la Fracción VI del Articulo 28 de la Ley de Asistencia Social para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue: 

Artículo 28.- Corresponde al estado, a través del sistema, brindar atención a los menores en situación extraordinaria, entendiendo como tales a aquellos que: 

I.-al V.-. .. 

VI.- Se asocien con delincuentes, personas dedicadas a la prostitución, viciosos o vagos; 

VII.- al XIV:-…

TRANSITORIOS

PRIMERO.- Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
TERCERO.- Se derogan las disposiciones que se opongan al presente decreto. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela, Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a 11 de Septiembre de 2006. 
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de reforma a diversos artículos de la Ley de Asistencia Social para el Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por la CC. Diputadas Julieta López Fuentes y Jeanne Margaret Snydelaar Hardwicke, así como por el C. Diputado José Luis Moreno Aguirre, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 20 de junio del año en curso, se acordó turnar a la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, la Iniciativa de reforma a diversos artículos de la Ley de Asistencia Social Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por las C. C. Diputadas Julieta López Fuentes y Jeanne Margaret Snydelaar Hardwicke, así como por el C. Diputado José Luis Moreno Aguirre, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, 103 fracción I, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- La Iniciativa de reforma a diversos artículos de la Ley de Asistencia Social Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por las C. C. Diputadas Julieta López Fuentes y Jeanne Margaret Snydelaar Hardwicke, así como por el C. Diputado José Luís Moreno Aguirre, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional, se basa en las consideraciones siguientes:

“Durante los últimos años se ha venido incrementando en nuestra legislación, la necesidad de establecer criterios donde el principio de equidad entre los géneros se encuentre presente. Ello es fundamental para avanzar y corresponde a una realidad que hoy en día vivimos. .

En efecto, nuestro lenguaje ha ido incorporando figuras que asignan el lugar a la mujer y al hombre en su respectiva dimensión. Así pues, al momento de redactar nuevas leyes, se avanza en la incorporación de la perspectiva de género.

Sin embargo, hay que reconocerlo, la gran mayoría de nuestro marco jurídico fue realizado en forma previa a este movimiento y aún acusa de una redacción que descarta la figura femenina y no privilegia en forma alguna el enfoque citado.

El hombre y la mujer tienen el mismo derecho a ser y existir; una redacción del lenguaje que excluye a las mujeres, dificulta su identificación y las asocia a valoraciones peyorativas en muchos de los casos, por ello, si omitimos, excluimos, o marginamos, consciente o inconscientemente a uno de los géneros, en la utilización del lenguaje, no estamos respetando uno de los derechos fundamentales del ser humano: el de la existencia.

Por ello, el Pleno del Congreso mediante acuerdo del 7 de marzo del 2006, acordó por unanimidad la necesidad de llevar a cabo estas acciones de reforma tendientes a actualizar nuestro marco jurídico bajo esta óptica, exhortando a las dependencias del Poder Ejecutivo con la concurrencia de la Comisión de Equidad y Género a realizar las acciones necesarias, para revisar la legislación susceptible de ser modificada bajo el enfoque señalado.

En atención a lo anterior, la representación del Ejecutivo y del Legislativo a través de la Comisión de Equidad y Género inició estas tareas, siendo la Ley de Asistencia Social, la primera norma que es sometida a este proceso de armonización, entre su articulado con los principios de equidad y género, contenidos en el Punto de Acuerdo en mención.

Es importante señalar que la esencia de la Ley de Asistencia Social no ha sido modificada, sino enriquecida, ya que los cambios realizados han sido en cuanto a la incorporación de expresiones relativas a la perspectiva de género cuya consecuencia permita que en los procesos de planeación de los programas, acciones y aplicación del presupuesto, se elaboren bajo un criterio de equidad, que asegure que ningún segmento de la población quede rezagado. Así mismo, en complemento a lo anterior, se cubre el aspecto de forma en la redacción de términos que hacen visibles ambos géneros. Cabe aclarar, que al momento de revisar la norma de mérito. se localizaron algunos errores tipográficos que también fueron corregidos, mejorando dicha Ley.” 

TERCERO.-  En la exposición de motivos de la Iniciativa que ahora se dictamina, se asienta         que:

“El hombre y la mujer tienen el mismo derecho a ser y existir; una redacción del lenguaje que excluye a las mujeres, dificulta su identificación y las asocia a valoraciones peyorativas en muchos de los casos, por ello, si omitimos, excluimos, o marginamos, consciente o inconscientemente a uno de los géneros, en la utilización del lenguaje, no estamos respetando uno de los derechos fundamentales del ser humano: el de la existencia.

Por ello, el Pleno del Congreso mediante acuerdo del 7 de marzo del 2006, acordó por unanimidad la necesidad de llevar a cabo estas acciones de reforma tendientes a actualizar nuestro marco jurídico bajo esta óptica, exhortando a las dependencias del Poder Ejecutivo con la concurrencia de la Comisión de Equidad y Género a realizar las acciones necesarias, para revisar la legislación susceptible de ser modificada bajo el enfoque señalado.” 

Durante los últimos años se ha venido incrementando la necesidad de incorporar la Perspectiva de Género en nuestra legislación.  Ello es fundamental para avanzar en la equidad, la igualdad de oportunidades y la no discriminación.

Sin embargo, hay que reconocerlo, la gran mayoría de nuestro marco jurídico fue realizado en forma previa a este movimiento en el que no privilegia en forma alguna el enfoque citado y aún acusa de una redacción que descarta la figura femenina.

Por ello, el Pleno del Congreso mediante acuerdo del 7 de marzo del 2006, acordó por unanimidad la necesidad de llevar a cabo estas acciones de reforma tendientes a actualizar nuestro marco jurídico bajo esta óptica, exhortando a las dependencias del Poder Ejecutivo  con la concurrencia del Legislativo a través de la Comisión de Equidad y Género a realizar las acciones necesarias, para revisar la legislación susceptible de ser modificada bajo el enfoque señalado.

En atención a lo anterior, la representación del Ejecutivo y del Legislativo a través de la Comisión de Equidad y Género inició estas tareas, siendo la Ley de Asistencia Social, la primera norma que es sometida a este proceso de armonización.

Para respaldar lo anterior, hay que señalar que una de las mayores preocupaciones en el proceso de desarrollo de los instrumentos en materia de derechos humanos ha sido asegurar el  acceso a las mujeres al pleno ejercicio de éstos, garantizando la igualdad y la no discriminación: dos principios en los cuales se sintetiza la Perspectiva de Género.

Para lo anterior, destacan diversas Conferencias Internacionales, la de 1994 en El Cairo sobre  Población y Desarrollo y en 1995 en Beijing la llamada “Conferencia Mundial de la Mujer” cuya Plataforma y Plan de Acción siguen siendo una guía en la promoción de legislación y políticas públicas a favor de las mujeres.

Un instrumento específico en materia de mujeres, de los más importantes, ha sido la “Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer” de 1979 mejor conocida como CEDAW por sus siglas en inglés. 

Esta Convención establece el derecho de las mujeres a vivir libres de discriminación en todos los ámbitos de su vida familiar, comunitaria y laboral, entre otros. 

Un Comité se encarga de vigilar que los Estados Parte apliquen su contenido y a más de dos décadas de su entrada en vigor, éste asegura que los avances han sido lentos y pequeños. 

Por esta razón en 1999 se crea un Protocolo Facultativo de dicha Convención donde se establece la posibilidad de presentar quejas individuales  de violaciones a los derechos protegidos por la CEDAW.

Dentro de lo convenido por los Estados Parte, se transcriben algunos artículos que reflejan el compromiso que nuestro país asume:

Parte I. Artículo 1 A los efectos de la presente Convención, la expresión “discriminación contra la mujer” denotará toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo, que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujeres, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera. 

Artículo 2 Los Estados Parte, condenan la discriminación contra la mujer en todas sus formas, convienen en seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer y con tal objeto se comprometen a:

a) Consagrar, si aún no lo han hecho, en sus constituciones nacionales y en cualquier otra legislación apropiada, el principio de igualdad del hombre y la mujer y asegurar por ley u otros medios apropiados la realización práctica de ese principio.

b) Adoptar medidas adecuadas, legislativas y de otro carácter, con las sanciones correspondientes que prohíban toda discriminación contra la mujer.

c)  Establecer la protección jurídica de los derechos de la mujer sobre una base de igualdad con los del hombre y garantizar por conducto de los tribunales nacionales competentes y de otras instituciones públicas, la protección efectiva de la mujer contra todo acto de discriminación.

d)  Abstenerse de incurrir en todo acto o práctica de discriminación contra la mujer y velar porque las autoridades e instituciones públicas actúen de conformidad con esta obligación 

e) Tomar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer practicada por cualesquiera personas, organizaciones o empresas

f) Adoptar todas las medidas adecuadas, incluso de carácter legislativo, para modificar o derogar leyes, reglamentos, usos y prácticas que constituyan discriminación contra la mujer

Artículo 5 Los Estados Parte tomarán todas las medidas apropiadas para:

a) Modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén basadas en la idea de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres.

A lo anterior cabe señalar que los refranes, los clichés, los estereotipos, las películas, las lecturas, los juegos, los juguetes, los anuncios publicitarios, las conversaciones, el teatro, la prensa, la radio, el cine , la televisión, los libros, los diccionarios, los cuentos, las canciones populares y los chistes, tienen en su contenido una carga discriminatoria que estamos comprometidos a revertir.  Por eso la importancia de que juntos vayamos construyendo y desconstruyendo para avanzar en la equidad en donde los medios de comunicación tiene n un papel preponderante; en el que lo deseable sería que difundieran una imagen precisa y realista de los diversos roles y contribuciones significativas de la mujer, a un mundo que cambia constantemente.

Así mismo y en complemento a lo anterior en el uso de nuestro lenguaje se hacen visibles ambos géneros y se asigna el lugar a la mujer y al hombre en su respectiva dimensión.  Así pues, al momento de redactar nuevas leyes, se avanza en la forma y en el fondo en la incorporación de la perspectiva de género.

Es importante señalar que la esencia de la Ley de Asistencia Social no ha sido modificada, sino enriquecida, ya que los cambios realizados han sido en cuanto a la incorporación de la perspectiva de género cuya consecuencia permita que en los procesos de planeación de los programas, acciones y aplicación del presupuesto, de las dependencias del Ejecutivo, se elaboren bajo un criterio de equidad e igualdad que asegure que ningún segmento de la población quede rezagado.  

Al momento de revisar la ley de merito, se localizaron algunos errores tipográficos que también fueron corregidos mejorando dicha ley; así mismo se adicionaron diversas fracciones a los artículos 6 y 28 a fin de incluir diversos grupos vulnerables que no se encontraban previstos en dichos numerales.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente someter a la consideración del Pleno, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

PROYECTO DE DECRETO DE REFORMA DE DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY DE ASISTENCIA SOCIAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

ARTICULO UNICO.- Se Reforman los Artículos 2, 3, 4, 6, 7, 8, 11, 13, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36,37, 38, 39, 40, 41, 42, 44, 46, 50, 53, 54, 56, 57, 60, 61, 62, 63, 64, 65, 66, 67, 68, 69, 70, 71, 72, 73, 75, 76, 77, 78,79, 80, 81, 82, 83, 84, 86, 87, 88, 89, 90, 91, 92, 93 y 94, se Reforma y adicionan las  fracciones XI y XII del Articulo 6, y se Reforma y Adicionan las fracciones XV, XVI, XVII, XVIII, XIX, XX, y XXI del Articulo 28, de la Ley de Asistencia Social para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTICULO 2°.- Para los efectos de esta ley se entiende por asistencia social, el conjunto de acciones tendientes a modificar y mejorar las circunstancias de carácter social que impidan a la mujer y al hombre su desarrollo integral, así como la protección física, mental y social de personas en estado de necesidad, desprotección o desventaja física y mental, hasta lograr su incorporación a una vida plena y productiva, todo ello, en lo posible, dentro de un marco de corresponsabilidad, temporalidad y selectividad.

ARTICULO 3°.- El Gobierno del Estado, en forma prioritaria, proporcionará servicios de asistencia social encaminados al desarrollo integral de la familia, a fin de promover la atención y protección de menores, el bienestar de la familia y el desarrollo de la comunidad, así como apoyar, en su formación y subsistencia, a quienes tengan carencias familiares esenciales, no superables en forma autónoma por ellos.

ARTICULO 4°.- El estado asume la atención y protección de menores en sus aspectos físico, mental y moral, como coadyuvante de los deberes y derechos del padre, madre, y los de las personas que ejerzan la tutela o la patria potestad, sin perjuicio de las disposiciones previstas sobre la materia en los ordenamientos civiles correspondientes.

. . . 

En todos los casos, las acciones encaminadas a los fines citados, habrán de llevarse a cabo en condiciones de igualdad y equidad de tal forma que a nadie se le discrimine.

ARTICULO 6°.- . . . 

I.-. . . . 

II.- . . . 

III.- Personas adultas mayores en desamparo, incapacidad, marginación o sujetos a maltrato;

IV a VII. . .  .

VIII.- Familiares que dependen económicamente de quienes se encuentran detenidos por causas penales, personas que padezcan enfermedades en etapa terminal, alcoholismo o  fármaco dependencia;

IX.- . . . 

X.- Personas afectadas por desastres naturales;

XI.- Mujeres en situación de maltrato o abandono y en situación de explotación incluyendo la sexual;

XII.- Migrantes, desplazados o en situación vulnerable. 

XIII.- Las demás personas consideradas en otras disposiciones jurídicas aplicables.

ARTICULO 7°.- Los servicios de asistencia social dirigidos al desarrollo de menores, de la familia y al desarrollo de la comunidad serán de carácter preventivo y se prestarán en todos los casos en que resulten necesarios o exigibles, aún cuando no lo soliciten los presuntos beneficiados, salvo disposición en contrario.

. . . 

ARTICULO 8°.- . . . 

I. . . 

II.- La atención en establecimientos especializados a menores en situación extraordinaria y a las personas adultas mayores en estado de abandono o desamparo; así como, para mujeres víctimas de violencia familiar;

III.- La promoción del bienestar de las personas adultas mayores y el desarrollo de acciones de preparación para la senectud;

IV.- El ejercicio de la tutela a menores, en los términos de las disposiciones legales aplicables, cuando conforme a las mismas proceda;

V.- La prestación de servicios de asistencia jurídica y de orientación social, especialmente a menores en situación extraordinaria, mujeres, personas adultas mayores, personas con discapacidades o incapaces sin recursos;

VI a la XIII.-  . . . 

XIV.- El establecimiento y manejo del Sistema Estatal de Información Básica en Materia de Asistencia Social; en el cual, además de los criterios establecidos para su elaboración, se desagreguen o distingan los datos por sexo.

XV.- La colaboración y auxilio a las autoridades laborales competentes, en la vigilancia y aplicación de la legislación laboral aplicable a menores;

XVI.- El fomento de acciones de paternidad y maternidad responsable, que propicien la preservación de los derechos de menores a la satisfacción de sus necesidades y a la salud física y mental;

XVII.-  . . . 

XVIII.- . . .

ARTICULO 11.- Las funciones de prevención en favor de la comunidad, de la familia y la infancia, encomendadas por el estado al Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia, tendrán por objeto:
I.- . . .

III.- El apoyo y fomento a la nutrición dirigida a lactantes y en general a la infancia. así como a las madres gestantes:

IV.- . . .

V.- La investigación de la problemática de menores, de la madre, del padre y la familia, a fin de proponer las soluciones adecuadas;

VI.- La prestación de servicios asistenciales a menores en situación extraordinaria;

VII.- La prestación permanente y organizada de servicios de asistencia jurídica a menores y a las familias, así como la implementación de todas aquellas actividades en favor de la prevención social;

VIII a la X.- . . .

ARTICULO 13.- Los servicios que preste el Sistema podrán ser de carácter recuperable mediante el pago de las cuotas fijas o proporcionales que el propio Sistema establezca, atendiendo a la situación económica de la persona beneficiada o de su familia.

ARTICULO 17.- ...

I.- …

II.- Formar escuelas para madres y padres biológicos y adoptivos y, centros de orientación familiar;

III a la VIII.- . . .  

ARTICULO 18.- El Sistema a través de la Procuraduría de la Familia, vigilará que las y los menores concurran a las escuelas primarias y secundarias, exhortando a sus padres, madres, quienes ejerzan la tutela, la patria potestad o custodia para que les inscriban y hagan que asistan a ellas.

ARTICULO 19.- ...

I.-. . .

II.- Fomentar de manera permanente el registro de nacimiento de menores;

III a la V.- . . . 

VI.- Implementar programas de apoyo dirigidos a las personas adultas mayores;

VII  a la VIII.- . . . 

ARTICULO 20.- Para el cumplimiento de las acciones previstas en el presente capitulo, el Sistema se auxiliará de los censos que levanten las dependencias y entidades competentes, a fin de que dichas acciones se orienten a las personas que requieran de asistencia social. Se habrá de prever que dichos censos reflejen datos desagregados o diferenciados por sexo que permitan reorientar si fuese el caso, las acciones o políticas públicas en congruencia con el principio de equidad de tal forma que ninguna persona o segmento de la población quede al margen de los beneficios.

ARTICULO 21.- Se considera de interés general regular el desarrollo armónico e integral de la comunidad en función de sus integrantes, por lo que el Sistema, en coordinación con la autoridad competente, implementará los programas, acciones y actividades necesarias para crear condiciones propicias al desarrollo social donde se atienda, entre otros, el principio de equidad entre los géneros y también al incremento de oportunidades para mejorar las condiciones de vida individuales y colectiva de la población del estado.

ARTICULO 22.- El desarrollo de la comunidad que garantice a la infancia y a su familia mejores condiciones de vida tendrá por objeto:

I a la VII.-. . . 

VIII.- Establecer centros de capacitación para las y los promotores rurales que auxilien a las comunidades en su desarrollo;

IX a la X.-. . . 

XI.- Fomentar la participación y colaboración de pasantes profesionales que efectúen su servicio social en instituciones orientadas a la atención de programas de interés social;

XII  a la XIII.- . . . 

XIV.- Promover la creación y mantenimiento de parques, jardines, áreas verdes y otros lugares de recreo en donde las y los menores puedan disfrutar de juegos seguros y adecuados a su edad;

XV a la XVI.- . . .

XVII.- Establecer programas de trabajo y ocupación para personas adultas mayores;

. . . 

SECCIÓN CUARTA

DE LA ATENCIÓN A LAS Y LOS MENORES
ARTICULO 24.- La asistencia a menores encomendada al Sistema comprenderá las siguientes acciones:

I.- El fomento del sano crecimiento físico y mental de menores;

II  a la IV.- . . .

ARTICULO 25.- El Sistema pugnará por el fomento del sano crecimiento físico y mental de menores; para cuyo efecto llevará a cabo las siguientes medidas:

I.- Contribuir al mejoramiento del estado nutricional de menores, a través de la ministración de alimentos adecuados;

II.- Proporcionar alimentación complementaria a menores en comunidades rurales;

III a la IV.- . . .

ARTICULO 26.- El sistema atenderá a la educación para la integración social y la formación de la conciencia crítica de menores, para lo que llevará a cabo las siguientes medidas:

I.- Vigilar que concurran a las escuelas primarias y secundarias, exhortando a sus representantes legales para que les inscriban y hagan que asistan;

II.- Inculcar el sentimiento de que la educación no es un fin en sí mismo, sino un medio de servir a la colectividad;

III.- Organizar grupos juveniles e infantiles con el fin de encauzar y desarrollar las aptitudes, principalmente en actividades culturales, artísticas y deportivas que permitan el mejor aprovechamiento de su tiempo libre;

IV.- . . . 

V.- Promover exposiciones y crear bibliotecas que permitan tener a su alcance literatura que fomente la superación intelectual;

VI.- Asistir a menores que por causas diversas no puedan proseguir sus estudios, buscando su capacitación técnica o manual;

VII.- Otorgar becas para continuar con estudios dentro del ciclo básico de la educación escolar, previo análisis de las condiciones socioeconómicas de quien solicita y examen de sus habilidades e intereses;

VIII a la X.-. . .

ARTICULO 27.- El Sistema coadyuvará con las dependencias y entidades que corresponda en el desarrollo de programas de apoyo para menores que presenten impedimentos físicos o mentales, entre otras, en las áreas siguientes:

I  a la V.-. . . 

ARTICULO 28.- Corresponde al estado, a través del Sistema. brindar atención a menores en situación extraordinaria, entendiendo como tales a quienes:

I.- Se encuentren físicamente en estado de abandono, separación ocasional o definitiva del seno familiar o, cuando aún sin estarlo, se hallen en desamparo o sin un adecuado sostén por la indiferencia, negligencia o falta de recursos económicos del padre, la madre o de quienes ejerzan la tutela o la patria potestad;

II a la III.- . . . 

IV.- Vivan en un hogar desorganizado a causa de la negligencia, depravación o crueldad de su padre, madre, o de quienes ejerzan la tutela o la patria potestad;

V a la XIV.- . . .

XV.-- Vivan en la calle;

XVI.- Sean infractores y víctimas del delito;

XVII.- Presenten deficiencias en su desarrollo físico o mental, cuando este sea afectado por condiciones familiares adversas; 

XVIII.- Sean migrantes y repatriados; 

XIX.- Sean victimas de conflictos armados y de persecución étnica o religiosa;

XX.- Sean madres adolescentes;

XXI.- Sean hijos o hijas de padre y/o madre que padezcan enfermedades en etapa terminal o en condiciones de extrema pobreza;

ARTICULO 29.- También serán objeto de atención, por el potencial peligro en que se encuentren, las y los menores cuya salud se encuentre en riesgo por la notoria incapacidad de los padres, madres representantes legales o de quienes ejerzan la patria potestad.

ARTICULO 30.- El Sistema atenderá a menores en situación extraordinaria hasta en tanto se les reincorpore a su familia cuando se logre su localización, se mejore el medio ambiente familiar o se les confíe a una nueva familia mediante su adopción.

Para el logro de este propósito el Sistema establecerá casas de cuna y fundará albergues y estancias infantiles.

CAPITULO TERCERO

DE OTRAS MEDIDAS DE PREVENCIÓN RESPECTO A LAS Y LOS MENORES

ARTICULO 31.- Es obligación de los padres, madres, quienes ejercen la patria potestad o la tutela, velar por la seguridad y alimentación, salud, alojamiento, educación, protección y cuidado de menores sujetos a su custodia.

ARTICULO 32.- Los abusos o desviaciones que representantes legales o terceras personas cometan al amparo de la debilidad de menores y afecten su integridad física o moral, se sancionará conforme a lo previsto por esta ley.

ARTICULO 33.- La directiva y/o personal responsable de la administración de hospitales públicos o privados, personal médico particular, docentes o cualquier otra persona u organismo que tenga conocimiento de hechos relacionados con menores en situación extraordinaria, tendrán la obligación de comunicarlo a la Procuraduría de la Familia.

ARTICULO 34.- Se sancionará conforme lo establecido por esta ley, sin perjuicio de la responsabilidad penal en la que incurran, quienes procuren o faciliten la corrupción de menores. Se considerarán como responsables a quienes:

I.- Propicien la participación de menores en la vida sexual, si se trata de impúberes;

II.- Induzcan a la depravación de menores, si son púberes;

III.- Propicien en menores la mendicidad, vagancia, malvivencia, obscenidad en el lenguaje, prostitución, ebriedad, uso de tóxicos, pandillerismo, asociación delictuosa o cualquier otro comportamiento contrario al derecho, a la moral o a las buenas costumbres;

IV.- Editen, distribuyan, hagan circular o muestren, en forma gratuita u onerosa, en público o en privado, historietas, folletos, dibujos, grabados, pinturas, fotografías, películas, cintas o cualquier otro medio de difusión pornográfica, que presente desnudez o actos que induzcan a la excitación erótico - sexual y produzcan daño al desarrollo físico, mental y/o moral en perjuicio de menores; y

V.-. . . 

ARTICULO 35.- ...

Quienes ostenten la representación legal que tengan conocimiento y acepten o no eviten que una o un menor bajo su cuidado se emplee en alguno de esos centros, serán responsables solidaridariamente con quien les dio el empleo.

ARTICULO 36.- No se permitirá la entrada de menores a las cantinas, bares, tabernas, cervecerías, billares, cabarets, centros de vicio u otros sitios análogos, quedando a cargo de las o los propietarios o personas encargadas de tales establecimientos la obligación de fijar en las puertas de los mismos un rótulo que exprese dicha prohibición y hacer que se cumpla

ARTICULO 37.- Se prohíbe la venta o suministro de bebidas embriagantes, tóxicos, solventes comerciales, cementos plásticos o cualquier otra sustancia inhalante a menores de edad.

ARTICULO 38.- Se prohíbe permitir la entrada de menores de edad a funciones cinematográficas o teatrales, conferencias y exposiciones que inciten a la violencia o sean nocivas a su formación moral. También se prohíbe vender, rentar o suministrar de cualquier forma, videograbaciones reservadas o clasificadas para personas adultas.

Igualmente se prohíbe que en los espectáculos propios para menores se anuncien o exhiban, a manera de propaganda por medios de avances o carteles, escenas obscenas de futuros espectáculos permitidos sólo para personas adultas.

Las y los propietarios o personas encargadas de las salas o teatros fijarán en las taquillas y en su propaganda dicha prohibición e impedirán el acceso a los menores, cuidando la exacta observancia de esta norma.

La propaganda de espectáculos aptos para personas mayores que se haga a través de la prensa y revistas o programas, no deberá contener grabados impúdicos.

CAPITULO CUARTO

DE LAS SANCIONES APLICABLES A QUIENES ATENTEN CONTRA LA INTEGRIDAD FÍSICA O MORAL DE LAS Y LOS MENORES

ARTICULO 39.- Las madres y padres, encargados de la tutela o de la patria potestad que se mostraren negligentes en el cuidado y educación de menores confiados a su potestad o custodia recibirán sanción con amonestación y multa de entre 50 a 300 veces el salario mínimo diario general vigente en la entidad.

ARTICULO 40.- Se amonestará e impondrá multa de entre 100 a 500 veces el salario mínimo diario general vigente en la entidad, sin perjuicio de las acciones que correspondan conforme a esta ley a la Procuraduría de la Familia para solicitar la pérdida de los derechos inherentes a la patria potestad o tutela cuando proceda y, en su caso, la responsabilidad penal que fuere exigible a las madres, los padres, encargados de la tutela o de la patria potestad de las y los menores o a cualquier persona, cuando se les maltrate física o mentalmente; les diesen órdenes, consejos o ejemplos corruptores; se les exponga o abandonen o cuando por cualquier otro acto comprometan la salud, seguridad o moralidad de sus hijas, hijos o custodios.

ARTICULO 41.- A quienes incurran en algunas de las faltas previstas en los artículos 33 a 38 de esta ley, serán sancionados con amonestación y multa de entre 300 a 800 veces el salario mínimo diario general vigente en la entidad, sin perjuicio de la responsabilidad penal en que pudiesen incurrir. Cuando quienes incurran en infracción sean reincidentes a estas disposiciones, dará lugar, por parte de las autoridades competentes, a la clausura de los establecimientos o locales donde se cometan.

. . . 

ARTICULO 42.- ...

I.- Se citará a la persona interesada por correo certificado con acuse de recibo, o de forma personal para que dentro de un plazo no menor de cinco ni mayor de quince días naturales comparezca a manifestar lo que a su derecho convenga y ofrezca las pruebas que estime procedentes en relación con los hechos asentados en el acta de inspección respectiva.

II.- Una vez oído a quien se presume haya cometido infracción y desahogadas las pruebas que ofreciere y fueren admitidas, se procederá dentro de los cinco días hábiles siguientes a dictar, por escrito, el monto de la sanción que proceda, el cual será notificado en forma personal o por correo certificado con acuse de recibo de la parte interesada; y

III.- Al imponer una sanción la Procuraduría fundará y motivará la resolución considerando, para tal efecto, la gravedad de la infracción, las condiciones personales y socioeconómicas de quien comenta infracción y la calidad de la persona reincidente.

ARTICULO 44.- ...

El importe de las multas que se recauden con motivo de la aplicación de las sanciones a que se refiere este capítulo se enterará al Sistema, a efecto de que éste lo destine exclusivamente a los programas que implemente en beneficio de menores.

ARTICULO 46.- El Sistema, a través de la Procuraduría de la Familia, podrá denunciar ante las autoridades competentes en la materia, a quienes en su calidad de jefes o patrones infrinjan las disposiciones relativas a la protección de las mujeres y menores que trabajan, en los términos previstos por la Ley Federal del Trabajo y demás ordenamientos aplicables.

ARTICULO 50.- ...

I.- Definición de las responsabilidades que asuman integrantes de los sectores social y privado;

II a la IV.- . . .

ARTICULO 53.- ...

El Gobierno del Estado y el Sistema, pondrán especial atención en la promoción de acciones que beneficien a menores en situación extraordinaria y quienes padezcan alguna discapacidad.

ARTICULO 54.- ...

I.- Promoción de hábitos de conducta y de valores, que contribuyan a la protección de grupos vulnerables, a su superación y a la prevención de la discapacidad;

II a la V.- . . . 

ARTICULO 56.- ...

I a la II.- . . .

III.- Realizar acciones de apoyo educativo, para la integración social, y de capacitación para el trabajo, a las y los sujetos de la asistencia social;

IV a la VI.- . . .

VII.- Operar establecimientos de asistencia social en beneficio de menores en situación extraordinaria, de personas adultas mayores en desamparo y de personas con discapacidad de escasos recursos;

VIII.- Llevar a cabo acciones en materia de prevención de personas con discapacidad o incapacidad, así como de rehabilitación de personas con discapacidad, en centros no hospitalarios, con sujeción a las disposiciones aplicables en materia de salud;

IX.- Realizar estudios e investigaciones sobre asistencia social, con la participación, en su caso, de las autoridades asistenciales de la federación y de los municipios considerando la variable relativa al genero;

X a la XII.- . . .

XIII.- Prestar servicios de asistencia jurídica y de orientación social y familiar a menores, personas adultas mayores y personas con discapacidad de escasos recursos;

XIV.- Apoyar el ejercicio de la tutela de las personas incapaces que corresponda al estado, en los términos de las disposiciones aplicables; 

XV a la XXI.- . . .

XXII.- Realizar investigaciones sobre las causas y efectos de los problemas prioritarios de asistencia social; en el que se agregue la variable del género.

XXIII.- Promover, supervisar y vigilar el desempeño de las instituciones de asistencia privada;

XXIV a la XXV.- . . . 

ARTICULO 57.- En casos de desastre, como inundaciones, terremotos, derrumbes, explosiones, incendios y otros de naturaleza similar, por los que se causen daños a la población, el Sistema, sin perjuicio de las atribuciones que en auxilio de las personas damnificadas lleven a cabo otras dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, Estatal o Municipal, coadyuvará, en el ámbito de su competencia, en la atención y coordinación de las acciones de los distintos sectores sociales que actúen en beneficio de ellas.
ARTICULO 60.- ...

I a al III.- . . .

La vigilancia de la operación del Sistema, estará a cargo de una Comisaría.

ARTICULO 61.- El patronato estará integrado por una Presidencia Ejecutiva y cuatro integrantes que designará y removerá libremente el Gobernador del Estado.

El Patronato podrá designar una Presidenta o Presidente Honorario que no formará parte de1 mismo para los efectos de las facultades y obligaciones que la ley le asigna, pero participará en las sesiones y eventos especiales que tengan lugar, con voz pero sin voto.

Quienes integran el patronato no percibirán remuneración alguna y se seleccionarán de entre los sectores público, social y privado.

ARTICULO 62.- ...

I a la III.- . . .

IV.- Designar de entre sus integrantes a la Secretaria o Secretario del mismo; y

V.- . . .

ARTICULO 63.- ...

A las sesiones podrá asistir la Directora o Director General del Sistema con voz, pero sin voto.

ARTICULO 64.- La Junta de Gobierno será el órgano superior del Sistema y estará integrada por:

I. La o el titular de la Secretaría de Desarrollo Social, quien habrá de presidirla; y

II. Por cuatro vocales que serán las o los titulares de las Secretarías del Ejecutivo del Estado, cuya designación o remoción hará libremente el Gobernador.

. . . 

Las o los integrantes de la Junta de Gobierno no percibirán remuneración alguna. Las ausencias se suplirán por quienes designen sus titulares.

 . . . 

ARTICULO 65.-...

I.-. . . 

II.- Aprobar el programa anual de trabajo que someta a su consideración la persona a cargo de la Dirección General;

III.-. . .

IV.- Examinar y aprobar, en su caso, los estados financieros mensuales, los balances ordinarios y extraordinarios y los informes generales y especiales que someta a su consideración quien ostente la Dirección General;

V a la VI.-. . . 

VII.- Otorgar a la Directora o Director General o personas distintas, poder general para pleitos y cobranzas y actos de administración con todas las facultades aún las que requieran poder especial conforme a la ley, en los términos del artículo 2554 del Código Civil Federal y su correlativo el artículo 3008 del Código Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza. Tendrá facultades además, para desistirse de amparos y para formular querellas y acusaciones de carácter penal, así como para otorgar y suscribir títulos de crédito.

VIII.-. . . 

IX.- Conocer los informes, dictámenes y recomendaciones de quien esta a cargo de la Comisaría y de las auditorias externas que, en su caso, se practiquen;

X  a la XII.- . . . 

XIII.- Proponer en terna al titular del Ejecutivo Estatal la designación de la Procuradora o Procurador de la Familia;

XIV.- Designar a las personas responsables de la Subprocuraduría y las Delegaciones Regionales de la Procuraduría de la Familia; 

XV a la XVI.- . . .

ARTICULO 66.- La Junta de Gobierno podrá integrar los comités técnicos necesarios para el estudio y propuesta de mecanismos que aseguren la coordinación interinstitucional en la atención de las tareas asistenciales, los que someterán a la consideración de la propia Junta, las observaciones y recomendaciones que estimen convenientes en relación con dichas tareas. Estos comités estarán formados por representantes que, al efecto, designen las dependencias y entidades competentes.

ARTICULO 67.- ...

Las sesiones de la Junta serán válidas cuando el quórum se constituya con la mitad más uno de sus integrantes, siempre que estuviere presente su titular o quien legalmente deba hacer la suplencia.

Los acuerdos se tomarán por mayoría de votos de quienes asistan a las sesiones. En caso de empate su titular tendrá voto de calidad.

ARTICULO 68.- La Presidencia de la Junta tendrá las atribuciones siguientes:

I.- Convocar, a través de la Secretaría Técnica de la Junta, a integrantes de la misma, a la persona que ocupe la Dirección General y la Comisaría a las sesiones que se desarrollen conforme al Orden del Día que para ese efecto se elabore;

II a la III.-. . .

IV.- Suscribir y autorizar, en unión de la Secretaría Técnica, las actas que se levanten de las sesiones que celebre la Junta; y

V.-. . . 

ARTICULO 69.- La Secretaría Técnica de la Junta tendrá las siguientes facultades:

I.- Comunicar a integrantes de la Junta, a la Dirección General y a la Comisaría las convocatorias para las sesiones que se lleven a cabo;

II.- Tomar las votaciones de quienes son integrantes con facultades para ello presentes en cada sesión;

III.- . . .

IV.- Las demás facultades que le sean expresamente señaladas por el reglamento interior del Sistema y por la Presidenta o Presidente de la Junta.

ARTICULO 70.- Quienes son Vocales tendrán las siguientes atribuciones:

I.- . . .

II.- Integrar grupos de trabajo y desarrollar las comisiones que sean necesarias para el cumplimiento del objeto del Sistema;

III.- . . . 

IV.- Someter a la consideración de la Presidencia de la Junta los asuntos que estimen convenientes desahogar en las sesiones, que no se encuentren considerados en el Orden del Día; y

VII.-. . .

ARTICULO 71.- La Directora o Director General se designará y removerá libremente por el Gobernador del Estado. Deberá tener la ciudadanía mexicana por nacimiento, la mayoría de edad, así como la experiencia en materia administrativa y de asistencia social.

ARTICULO 72.- La Directora o Director General tendrá las siguientes facultades:

I a la VII.-. . . 

IX.- Designar y remover a mandos medios y superiores, informando de ello a la Junta de Gobierno;

X a la XII.- . . . 

ARTICULO 73.- El Ejecutivo del Estado designará y removerá libremente a la Comisaria o Comisario, que tendrá las atribuciones siguientes:

I a la II.-. . . 

III.- Rendir anualmente en sesión de la Junta de Gobierno un dictamen respecto de la información presentada por la persona titular de la Dirección General;

IV a la VI.-. . .

VII.- Recomendar a la Junta de Gobierno y/o Dirección General del Sistema, las medidas preventivas y correctivas que sean convenientes para el mejoramiento del propio Sistema; y

VIII.- . . .

La persona titular de la Comisaría, para el debido cumplimiento de sus atribuciones se podrá auxiliar del personal técnico que requiera.

ARTICULO 75.- Quienes son trabajadores del Sistema quedarán sujetos al régimen de la Ley de Pensiones y otros Beneficios Sociales de los Trabajadores al Servicio del Gobierno del Estado de Coahuila y disfrutarán de las demás prestaciones de seguridad social que determine la Junta de Gobierno.

ARTICULO 76.- Además de las facultades y atribuciones consignadas en la presente ley, la Junta de Gobierno del Sistema, con apoyo de la Dirección General del mismo, establecerá las condiciones generales de trabajo del personal; determinará quienes serán de base y de confianza, atendiendo a la naturaleza de las funciones que tengan asignadas. Elaborará la plantilla de personal y expedirá las demás disposiciones que estime necesarias para la organización y administración de los recursos humanos del Sistema.

ARTICULO 77.- ...

. . . 

I.- Una Junta de Gobierno que será presidida por la Presidenta o Presidente Municipal correspondiente, así como por vocales que no serán menos de cuatro ni más de ocho, a quienes el Ayuntamiento designará y removerá libremente;

II.- Una Directora o Director General, que será designado por la Junta de Gobierno.

La Junta de Gobierno podrá designar una Presidenta o Presidente Honorario que no formará parte de la misma para los efectos de las atribuciones y obligaciones que las disposiciones legales le asignen, pero podrá participar en las sesiones y eventos especiales que se verifiquen, con voz pero sin voto.

ARTICULO 78.- La Procuraduría de la Familia es un órgano del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia, que tiene por objeto la asistencia, defensa, asesoría, protección y orientación de menores en situación extraordinaria, así como de la familia.

ARTICULO 79.- ...

I.- . . .

II.- Recibir toda denuncia de maltrato o abandono de menores, de personas adultas mayores, de personas con discapacidad, de incapaces, de mujeres  y de cualquier integrante de la familia;

III.- . . .

IV.- Conocer de los actos de violencia familiar y llevar las constancias administrativas correspondientes;

V.- Proporcionar, en coordinación con los programas que al efecto establezca el Sistema, la atención psicoterapéutica especializada en los casos en que se presente violencia familiar o maltrato a quienes integran la familia;

VI.- Establecer los procedimientos administrativos procedentes para la prevención y atención de la violencia familiar e imponer las sanciones conducentes, conforme a la ley de la materia;

VII.- Solicitar la práctica de exámenes médicos o psicológicos necesarios para determinar si una o un menor se encuentra en situación extraordinaria;

VIII.- Disponer la separación provisional y preventiva del seno familiar, o de quienes ejerzan la patria potestad, de menores que se encuentren en situación extraordinaria y se presuma la existencia de un peligro inminente e inmediato a su salud o seguridad;

IX.- Determinar la custodia por parte del Sistema, a través del depósito de menores en las casas cuna o albergues que coordine, a efecto de salvaguardar su integridad física y moral, hasta en tanto sea resuelta en definitiva su situación legal;

X a la XI.- . . .

XII.- ...

En las diligencias de inspección quien represente a la Procuraduría deberá identificarse como tal y presentar la orden expresa, fundada y motivada, de dicha función.

XIII.- Promover las acciones que resulten necesarias ante las autoridades correspondientes, en favor de menores, en los casos de incumplimiento de proporcionar alimentos por parte de quien tenga la obligación de ministrarlos;

XIV.- Coadyuvar con las autoridades educativas para que las y los menores concurran a las escuelas primarias y secundarias, exhortando a sus representantes legales, para que les inscriban y obliguen a asistir;

XV.- Vigilar que las y los menores reciban atención adecuada a sus aptitudes y posibilidades, gestionando ante las autoridades correspondientes las becas necesarias, para que quienes sean de escasos recursos que demuestren habilidad e interés, prosigan estudios superiores;

XVI.- Supervisar a menores que por cuenta propia realicen trabajos en sitios públicos, verificando los datos referentes a la persona y a la del padre, madre o quienes ejerzan la patria potestad o la tutela, su escolaridad, estado de salud y destino que den a sus ingresos, para determinar si las labores que desempeñan son perjudiciales o representan algún tipo de explotación. En este último caso, se solicitará de la autoridad competente la cancelación de permiso o licencia correspondiente de quien les haya dado el empleo;

XVII.- Gestionar ante la unidad estatal encargada de llevar a cabo la función del registro civil la regularización de las uniones libres y el registro del nacimiento de menores, siempre y cuando se acredite que las o los interesados sean de escasos recursos económicos;

XVIII a la XXI.- . . .

ARTICULO 80.- ...

I.- Por una Procuradora o Procurador, a quien designará y removerá libremente Ejecutivo Estatal, a propuesta en tema de la Junta de Gobierno del Sistema;

II.- Por una Subprocuradora o Subprocurador, que designará y removerá libremente la Junta de Gobierno del Sistema, a propuesta de la o el Titular de la Procuraduría:

III.- Por Delegadas o Delegados Regionales que se requieran cuya designación la hará la Junta de Gobierno del Sistema, a propuesta de la o el Titular de la Procuraduría; y

IV.- Por personal técnico y administrativo que determine el presupuesto de egresos correspondiente.

ARTICULO 81.- Las personas que ocupen la titularidad de la Procuraduría, Subprocuraduría y Delegaciones Regionales deberán satisfacer los siguientes requisitos;

I.- Ser mexicano o mexicana en pleno goce de sus derechos civiles y políticos;

II.- Tener título de Licenciatura en Derecho;

III a la IV.- . . .

ARTICULO 82.- Quien ocupe la titularidad de la Procuraduría ejercerá las atribuciones a que se refiere el artículo 79 de esta ley y distribuirá las que correspondan a la Subprocuraduría y demás personal a su cargo.

Las personas titulares de las Delegaciones Regionales ejercerán las mismas atribuciones que la Procuradora o Procurador de la Familia, siempre que sean compatibles con su cargo, pero en todo caso atenderán a las instrucciones que reciban de su titular.

. . . 

ARTICULO 83.- la Procuradora o Procurador de la Familia tendrá además las facultades y obligaciones siguientes:

I a la II.- . . .

III.- Designar, en caso de ausencia, falta o excusa de las personas titulares de las Delegaciones Regionales, a la persona que temporalmente desempeñará las funciones inherentes al cargo;

IV a la VIII.- . . .

ARTICULO 84.- A todas las actuaciones practicadas por quienes ocupen la titularidad de la Procuraduría, Subprocuraduría y las Delegaciones Regionales de la Procuraduría de la Familia, en ejercicio de sus atribuciones, se les concederá el valor que se otorga a los testimonios de personas investidas de fe pública.

ARTICULO 86.- Para determinar si la o el menor sufre de maltrato o se encuentra en situación extraordinaria conforme a esta ley, la Procuraduría solicitará a las correspondientes unidades que le estén adscritas, la práctica de exámenes médicos o psicológicos que sean necesarios.

. . . 

ARTICULO 87.- La Procuraduría podrá, por acuerdo de su titular, de quienes ocupen la Subprocuraduría o las Delegaciones Regionales, separar preventivamente a la o el menor de su hogar o de quien ejerza la patria potestad, cuando aparezcan motivos fundados que hagan presumir la existencia de un peligro eminente e inmediato a su seguridad o salud, aún cuando no se hayan concluido los exámenes a que se refiere el artículo anterior.

ARTICULO 88.- La Procuraduría podrá tener la custodia de menores en los centros con que el Sistema cuente para ello, en las instalaciones de asistencia privada o en hogares provisionales que determine la Procuraduría, hasta en tanto se resuelva en definitiva la situación en que habrán de quedar las o los menores en situación extraordinaria.

El personal de la Procuraduría realizará visitas periódicas a los lugares a que se refiere el párrafo que antecede, a efecto de vigilar la atención y cuidados que se brinden a menores, pudiendo llevar a cabo las acciones conducentes a su protección y salvaguarda.

ARTICULO 89.- Toda persona o institución que tenga bajo su custodia o cuidado a menores en situación extraordinaria, deberán permitir el contacto del personal de la Procuraduría con dichos menores; así mismo deberán presentarlos para las entrevistas y diligencias que deban llevarse a cabo.

ARTICULO 90.- La autoridad judicial en el caso a que se refiere el artículo 87 de esta ley, dentro de un plazo de quince días, contados a partir de la fecha de separación, deberá ratificar la medida de la Procuraduría o, en su caso, resolver sobre la integración de menores a su núcleo familiar.

ARTICULO 91.- Para la investigación de la situación extraordinaria en que se encuentren las y los menores, la Procuraduría realizará todas las acciones conducentes al esclarecimiento del caso, pudiendo solicitar tratándose de notoria urgencia y bajo su responsabilidad, el auxilio de la fuerza pública para la seguridad en la práctica de sus diligencias.

ARTICULO 92.- En caso de oposición de particulares para que se lleve a cabo una medida de protección a una o un menor en situación extraordinaria o de investigación de un probable maltrato, la Procuraduría podrá solicitar a la autoridad judicial competente la autorización para llevar a cabo tales acciones, en los términos de las disposiciones legales aplicables.

ARTICULO 93.- Una vez conocido el resultado de la investigación, la cual no podrá exceder de treinta días hábiles y mediante la que se compruebe que una o un menor se encuentra en grave peligro por su situación extraordinaria, la Procuraduría procederá a solicitar de la autoridad judicial competente la pérdida de la patria potestad.

ARTICULO 94.- Determinada la imposibilidad de reintegración de menores al núcleo familiar y habiendo resolución de la autoridad judicial competente sobre la pérdida de la patria potestad sobre menores, la Procuraduría podrá iniciar el procedimiento de adopción correspondiente, previa opinión del Consejo Técnico de Adopciones, en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables.

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zúñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Reséndiz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández,  Saltillo, Coahuila, a 26 de septiembre de 2006.
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DICTAMEN de las Comisiones Unidas  de Gobernación y  Puntos Constitucionales y  Para la Atención de las Personas de Capacidades Diferentes, Adultos Mayores y Pensionados y Jubilados, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa que reforma y adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley Para el Desarrollo Integral de las Personas con Discapacidad, propuesta por los Diputados Demetrio Antonio Zúñiga Sánchez y Miguel Ángel Riquelme Solís, del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional; y,

R E S U L T A N D O
PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 27 de junio del año en curso, se acordó turnar a las Comisiones Unidas  de Gobernación y Puntos Constitucionales, y Para la Atención de las Personas de Capacidades Diferentes, Adultos Mayores y Pensionados y Jubilados,  la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a las Comisiones Unidas  de Gobernación y Puntos Constitucionales  y Para la Atención de las Personas de Capacidades Diferentes, Adultos Mayores y Pensionados y Jubilados, la Iniciativa que reforma y adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley Para el Desarrollo Integral de las Personas con Discapacidad, propuesta por los Diputados Demetrio Antonio Zúñiga Sánchez y Miguel Ángel Riquelme Solís, del Grupo Parlamentario  “ Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones Unidas, con fundamento en los artículos 97, 102 fracciones I, y XX, 103 fracción I, 122 fracciones I y V y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- La Iniciativa que reforma y adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley Para el Desarrollo Integral de las Personas con Discapacidad, propuesta por los Diputados Demetrio Antonio Zúñiga Sánchez y Miguel Ángel Riquelme Solís, del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional, se basa en las consideraciones siguientes:

“ En Coahuila, como en todo el país, cuando una persona con discapacidad desea integrarse educativa, laboral o profesionalmente a la sociedad, se enfrenta a la problemática de que su desplazamiento no es fácil, sobre todo en ciudades con diversidad de obstáculos como pueden ser las principales urbes de nuestro Estado.

Es por ello que un importante número de personas invidentes han encontrado en los Perros Guía, un excelente apoyo para su movilidad. Desde 1940, las personas con discapacidad han acudido a escuelas e instituciones en otros países a fin de que les sean donados dichos perros.

Sin embargo, es difícil y complejo que una persona sea beneficiada con un perro guía donado por alguna escuela fuera de nuestro país, pues es además de que es enorme la lista de espera, el interesado muchas veces no habla inglés, requisito indispensable para ser beneficiado, ya que los perros son entrenados en esa lengua.

Es por ello que en 1988 se fundó la primer escuela de perros guía en la ciudad de México, a fin de ayudar a las personas de escasos recursos que requieren del apoyo para su movilidad de un perro guía, logrando con ello su integración social y productiva, y haciendo así realidad su derecho al libre tránsito.

Entendemos que el perro guía, aparte de una ayuda práctica, puede tener un incalculable valor convirtiéndose en el mejor amigo de la persona con discapacidad.

Por lo que se refiere al marco jurídico para permitir el acceso de Perros Guía, no contamos en la Ley para el Desarrollo Integral de Personas con Discapacidad del Estado de mención alguna sobre el particular.

Hay que mencionar que países europeos o latinoamericanos como Argentina y Uruguay cuentan con regulaciones avanzadas en la materia, por lo que es trascendental promover leyes en ese sentido, ya que día a día son más las personas con discapacidad, que desean ser integradas a la vida social y productiva del país y de nuestro estado, y el perro-guía se convierte en un elemento para su movilidad. ofreciéndole seguridad, independencia y libertad

Aquí es oportuno señalar que no sólo es útil el perro a las personas invidentes, también lo es para personas sordas o para quienes utilizan una silla de ruedas, es por ello se le debe ver como un ser que permite que un humano con limitaciones físicas se desarrolle, avanzando en un concepto nuevo que se llama animales de asistencia.

En ese mismo sentido, debemos comprender que los Personas con Discapacidad no deben ser vistos como una carga por la sociedad, sino por el contrario, ser integrados económicamente para aprovechar esa fuerza de trabajo y superar el subdesarrollo, por lo que les debemos otorgar las facilidades necesarias para que sean auxiliados de los Perros Guía en su desarrollo personal y profesional.

Por lo anterior se propone agregar un capítulo al Título VI de la Ley, para incorporar una nueva normatividad en la materia que aliente y estimule el uso de los Perros Guía, proporcionando las facilidades necesarias para la compañía de los Personas con Discapacidad, dando un marco jurídico para que en Coahuila se de la posibilidad de instalar escuelas de adiestramiento y que así puedan acceder a certificaciones nacionales e internacionales y estén en posibilidades de recibir asistencia y apoyo de diversa índole de organizaciones mundiales que hay en la materia.

Hay que comentar que usualmente los perros guía no están a la venta, sino que son proporcionados sin costo a los usuarios y que importantes compañías aportan donativos a estas causas, pero exigen marcos jurídicos de protección y estímulo a estas actividades.

En resumen, la reforma propuesta conlleva e implica iniciar un cambio de cultura y de respeto hacia la labor que realizan los Perros Guía.

TERCERO.-  De los sentidos del ser humano, probablemente el de la vista sea el más desarrollado; ello no es casual, pues la luz guarda muy estrecha relación con la vida del hombre. Los demás sentidos, aunque puedan afinarse, no pueden llegar a sustituir por completo a la vista por lo que la persona invidente se ve obligada a depender casi por completo de la ayuda ajena. 

Aun cuando existen institutos para rehabilitar a las personas carentes del sentido de la vista, por muy especializados que sean, no restituyen a  una persona invidente toda su movilidad, por lo que el perro lazarillo se constituye en un muy eficaz auxiliar para dar una mayor autonomía a las personas no videntes.

Así, los llamados "Perros de Asistencia", son aquellos adiestrados como perros Guías para no videntes, perros de Servicio para discapacitados motores, perros de Señal para personas sordas y perros de Terapia, para la rehabilitación de enfermos.

Desde luego, la inclusión de un capítulo en la Ley Para el Desarrollo Integral de las Personas con Discapacidad, que regula lo referente a perros guía para personas con discapacidad, a los que define como - “ Perro Guía o de Asistencia: aquel que habiendo pasado pruebas de selección física, genética y sanitaria, ha concluido su adiestramiento en centros especializados reconocidos, y adquirido las aptitudes y destrezas necesarias para la compañía, conducción y auxilio de personas con discapacidad, debiendo estar acreditados e identificados de la forma establecida en esta ley.” - contribuye de una manera muy eficaz para que la igualdad entre las personas sea real y efectiva; y en ese sentido, la Iniciativa que ahora se dictamina constituye un significativo avance en el marco legislativo del Estado.

Lo anterior es así,  pues las reformas y adiciones que ahora se estudian, pretenden conseguir que las personas con deficiencia visual o con alguna otra discapacidad, se integren a su entorno, evitando que su propia deficiencia,  o la ayuda de que se sirven, constituya un obstáculo al ejercicio de sus derechos que como ciudadanos tienen reconocidos y por los que esta Administración, que se ocupa primordialmente de la gente, debe velar.

No pasa desapercibido para estas Comisiones, que en la exposición de motivos de la Iniciativa que ahora se dictamina,  se asienta que las reformas y adiciones que se proponen a la Ley Para el Desarrollo de las Personas con Discapacidad, conllevan la intención de dar un marco jurídico para que en Coahuila se de la posibilidad de instalar escuelas de adiestramiento y que así puedan acceder a certificaciones nacionales e internacionales y estén en posibilidades de recibir asistencia y apoyo de diversa índole de organizaciones mundiales que hay en la materia; en ese sentido, habiendo dado ya el primer paso, se hace necesario legislar al respecto, sobre el establecimiento de esas escuelas, sobre las familias que habrán de adoptar a los cachorros para efectos de socialización y de manejo en el hogar, como parte de su aprendizaje y sobre todo de que se permita, durante el entrenamiento,  el acceso de los candidatos a perros de asistencia, a los lugares que habrán de frecuentar cuando presten su servicio a una persona con discapacidad.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente someter a la consideración del Pleno, la siguiente:

INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 3, 62 Y 63, ASÍ COMO EL NOMBRE DEL CAPÍTULO ÚNICO DEL TÍTULO IX DE LA LEY PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD; DEROGA LOS ARTÍCULOS 6, 9 Y 18 DE LA PROPIA LEY; Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 58 BIS, 58 TER, EL CAPÍTULO II DEL TÍTULO VI QUE COMPRENDE LOS ARTÍCULOS DEL 59-A AL 59-0, Y LOS ARTÍCULOS 62-A, 62-B, 62-C, 63-A, 63-B Y 63-C, TODOS DEL MISMO ORDENAMIENTO JURÍDICO

Artículo 3.- Para los efectos de esta Ley se entiende por:

Asistencia Social: El conjunto de acciones tendientes a modificar y mejorar las circunstancias de carácter social, que impidan al individuo su desarrollo integral, así como la protección física, mental y social de personas en estado de necesidad,          desprotección o desventaja física y mental, hasta lograr su incorporación a una vida plena y productiva.

Discapacidad: Toda restricción o ausencia de la capacidad de realizar alguna actividad en la forma o dentro del margen que se considera normal para un ser humano.

Ley: Ley para el Desarrollo Integral de las Personas con Discapacidad en el Estado de Coahuila de Zaragoza

Persona con discapacidad: Todo ser humano que padece temporal o permanentemente una disminución en sus facultades físicas, psíquicas o sensoriales que le impide realizar una actividad normal.

Prevención: La adopción de medidas encaminadas a impedir que se produzcan deficiencias físicas, mentales y sensoriales, (Prevención primaria) o a impedir que las deficiencias cuando se han producido, tengan consecuencias físicas, psicológicas y sociales negativas.

Rehabilitación: Al conjunto de medidas médicas, psicológicas, sociales, educativas y ocupacionales que tienen por objetivos compensar la pérdida de una función o una limitación funcional con- ayudas técnicas y otras medidas para obtener el máximo grado de recuperación funcional a fin de realizar actividades que les permitan ser útiles así mismos, a su familia e integrarse a la vida social.

Perro Guía o de Asistencia: aquel que habiendo pasado pruebas de selección física, genética y sanitaria, ha concluido su adiestramiento en centros especializados reconocidos, y adquirido las aptitudes y destrezas necesarias para la compañía, conducción y auxilio de personas con discapacidad, debiendo estar acreditados e identificados de la forma establecida en esta ley.

Servicios básicos de salud en materia de asistencia social, para las personas con discapacidad: Los enunciados en el Artículo 12 Fracciones I, V y IX de la Ley de Asistencia Social.

Transportes públicos: todo medio de transporte colectivo de uso público, y los servicios urbanos e interurbanos de transportes de viajeros, sometidos a la competencia del estado y los municipios.

Artículo 6.- Se deroga.

Artículo 9.- Se deroga.

Artículo 18.- Se deroga.

Artículo 58 bis. Con el objetivo de lograr que la aceptación social y cultural de las personas con discapacidad acompañadas de perros guía sea total y efectiva, el Gobierno Estatal, junto a las organizaciones de la sociedad civil interesadas, promoverá y llevará a cabo campañas informativas orientadas de manera especial a sectores como la hotelería, comercio, escuelas, transporte y servicios públicos; igualmente desarrollará otras de orden educativo dirigidas a la población en general.

Articulo 58 ter. El Gobierno del Estado junto con los municipios, promoverá y llevará a cabo campañas de adiestramiento como perros guía, de animales que se encuentren en los centros antirrábicos y de perros abandonados, o albergues de asociaciones protectoras de animales; siempre y cuando sus características físicas y de obediencia permitan su adiestramiento como perros de asistencia.

TITULO VI

CAPITULO II

De los Perros Guía para Personas con Discapacidad

Artículo 59-A. En el Estado de Coahuila, se reconoce de interés público, que toda persona con discapacidad pueda acceder al uso de un Perro Guía; igualmente se reconoce su derecho al acceso, recorridos y permanencia junto con éste, en todos los lugares, locales y demás espacios de uso público, así como su viaje en transportes públicos, en uso de su derecho de libre tránsito, en condiciones de igualdad con el resto de la ciudadanía..

El ejercicio de este derecho únicamente quedará condicionado y limitado por las disposiciones de esta ley.

El acceso del perro guía a los lugares con pago de entrada o de peaje que precisa la ley no implicará pago adicional, salvo que su movilización constituya la prestación de un servicio agregado. 

Los perros guías que deriven de programas de entrenamiento gubernamentales o de apoyo asistencial serán donados a los usuarios de escasos recursos que así lo requieran, o bien cubiertos con aportaciones mínimas. Las instancias de asistencia social del Gobierno del Estado procurarán convocar a instituciones públicas y privadas, tanto nacionales como extranjeras, para formar fondos de apoyo a estas actividades.

Artículo 59-B. Una vez reconocida la condición de Perro Guía, se mantendrá a lo largo de su vida, salvo que se presenten alguna causa de las previstas en el artículo 59-H.

Artículo 59-C. Para los efectos de lo establecido en el artículo 59-A, tendrán la categoría de lugares de libre acceso a las personas con discapacidad en compañía de sus perros guías, los siguientes:

I. Los lugares de esparcimiento al aire libre, tales como parques, jardines y otros espacios de uso público, incluidos los centros de recreación, parques de diversiones y complejos de entretenimiento.

II. Los locales e instalaciones donde se realicen espectáculos públicos y/o desarrollen actividades recreativas.

III. Los asilos, hogares para la atención a los adultos mayores, centros de rehabilitación y los establecimientos similares, sean de propiedad pública o privada.

IV. Los edificios públicos, cuyo acceso no se encuentre prohibido o restringido al público en general.

V. Los centros educativos, deportivos y de salud, públicos y privados de todos los niveles y grados, modalidades y especialidades. Igualmente los museos, bibliotecas, teatros, salas de cine, de exposiciones y conferencias.

VI. Los almacenes, tiendas, despachos profesionales y centros comerciales.

VII. Los espacios de uso público de las estaciones de autobús, ferrocarril, aeropuertos y paradas de vehículos de transporte.
.

VIII. Los hoteles, restaurantes, establecimientos turísticos y cualquier otro lugar abierto al público en el que se presten servicios relacionados con el turismo.

IX. En general, cualquier otro lugar, local o establecimiento de uso público o de atención al público.

X. Los Transportes públicos y los servicios urbanos de transportes de viajeros y autos de alquiler de competencia del estado y los municipios.

En el caso de que la infraestructura no permita el adecuado traslado a las personas con discapacidad, acompañadas de perros de asistencia, se procurará, cuando ello sea posible, un recorrido alterno.

Las autoridades de obras públicas tanto estatales como municipales establecerán la reglamentación necesaria para hacer las adecuaciones físicas en los lugares antes mencionados.

La persona con discapacidad acompañada de perro guía, tendrá preferencia para ocupar los asientos con mayor espacio libre o adyacente a un pasillo, según el medio de transporte de que se trate.

En los servicios de autos de alquiler, el perro guía irá preferentemente en la parte trasera del vehículo, a los pies de la persona con deficiencias visuales o con discapacidad. No obstante, y a elección de las personas usuarias de perros guía, se podrán ocupar asientos delanteros, teniendo el perro a sus pies, especialmente en los trayectos de largo recorrido.

Articulo 59-D. Todo perro guía deberá ser acreditado por el Comité Estatal para la Certificación de Perros Guía. La acreditación se concederá previa comprobación de que el perro reúne las condiciones higiénico-sanitarias, de adiestramiento y de aptitud para auxiliar a personas con discapacidad.

Los reconocimientos otorgados por otras entidades y países, a perros guía, serán revalidados por el Comité.

Artículo 59-E. La condición de Perro Guía se reconocerá, y procederá a su acreditación siempre que se justifique:

I. Que está entrenado en un centro oficialmente autorizado por el Comité de Certificación, para la práctica de perros guía.

II. Que cumple la normativa sanitaria vigente y lo previsto en el artículo 59-G de esta ley.

III. Que está vinculado a un trabajo de asistencia y guía a la persona que lo usa para los fines previstos en la presente ley.

IV. Que ayude a disminuir los efectos de la discapacidad de su propietario.

El reconocimiento de la condición de perro de asistencia se efectuará por el Comité antes mencionado y se mantendrá durante toda la vida del perro guía, con las excepciones señaladas en esta ley.

Artículo 59-F. Los perros guía se hallarán identificados, mediante la colocación, en lugar visible, del distintivo que le otorgue el Comité Estatal para la Certificación de Perros Guía.

También deberán estar identificados permanentemente mediante microchip, según acuerde el Comité.

El usuario del perro guía, previo requerimiento, deberá exhibir su identificación que lo acredite como la persona autorizada para el uso del perro guía, expedida por el Comité, así como documentación que acredite las condiciones sanitarias que se mencionan en el artículo siguiente.

Articulo 59-G. Además de cumplir las obligaciones sanitarias que se deben satisfacer como animales domésticos, los poseedores de perros guía o de asistencia deberán cumplir las siguientes con relación al animal:

I. Una inspección veterinaria donde se demuestre que no padece ninguna enfermedad transmisible al hombre.

II. Estar vacunado contra la rabia, recibir los tratamientos periódicos y practicarse las pruebas clínicas que instruya el Comité.

III. Todas aquellas que reglamentariamente se determinen.

Los propietarios o poseedores de estos animales quedan obligados al cumplimiento de las condiciones referidas, mismas que se acreditarán mediante certificación expedida por Médico Veterinario. Tratándose de personas de escasos recursos, el estado celebrará convenios para buscar disminuir al mínimo los costos de estos servicios veterinarios.

Para mantener la condición de perro de asistencia, será necesario un reconocimiento periódico anual, debiéndose acreditar en el mismo el cumplimiento de las condiciones a que se refiere este artículo, mismo que podrá obtenerse con Médico Veterinario Titulado.

Artículo 59-H. El perro guía perderá su condición, por alguno de los siguientes motivos:

I. Por dejar de prestar asistencia a una persona con discapacidad.

II. Por manifiesta incapacidad en el desempeño de las funciones para las que fue entrenado.

III. Por manifestar comportamiento agresivo o violento.

IV. Por incumplir las condiciones referidas en la Ley y en los reglamentos que para tal efecto se expidan.

Para poder acreditar las causas contenidas en las fracciones II, III y IV se requerirá certificado de veterinario en ejercicio.

La pérdida de la condición de perro guía, se declarará por el mismo órgano o entidad que la otorgó, quien procederá igualmente a la revocación de la acreditación.

Cuando alguno de los motivos señalados sea temporal, se determinará la suspensión provisional de la condición de perro guía por un periodo máximo de seis meses. Transcurrido dicho plazo sin que se  modifique la situación, se procederá a declarar la pérdida de la condición de perro guía.

El usuario que no desee seguir con la posesión de un perro guía deberá notificarlo al Comité para su reasignación

Artículo 59-I. El derecho de acceso a que se refiere el artículo 59-A de esta ley comprende, también la permanencia ilimitada y constante del perro guía junto al usuario.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, el usuario del perro de asistencia no podrá ejercitar los derechos reconocidos en esta ley, cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) En caso de grave peligro inminente para el usuario, para tercera persona o para el propio perro de asistencia.

b) Cuando el animal presente síntomas de enfermedad visibles o heridas que por su tamaño o aspecto supongan un presumible riesgo para las personas o se evidencie la falta de aseo o de atención.

Artículo 59-J. La persona usuaria de un perro guía deberá cumplir con las obligaciones que señala la normativa vigente y, en particular, con las siguientes:

I. Mantener al perro a su lado, con la correa y arnés que en su caso sea necesario, en los lugares, establecimientos y transportes a que se refiere esta ley.

II Llevar identificado de forma visible al perro guía, de acuerdo con lo previsto en el artículo 59-F de ésta ley, llevando consigo y exhibir la documentación sanitaria, cuando sea requerido para ello.

III. Utilizar al perro de asistencia para aquellas funciones para las que fue entrenado, atendiendo siempre a las normas de higiene y seguridad en los lugares públicos o de uso público, en la medida en que su deficiencia visual o discapacidad le permita.

IV. Cumplir y hacer que los demás cumplan los principios de respeto, defensa, convivencia pacífica y protección del perro guía.

V. Garantizar el adecuado nivel de bienestar e higiene del perro guía, a efecto de proporcionarle una buena calidad de vida.

Artículo 59-K. El usuario del perro guía, como responsable de su correcto comportamiento, deberá mantener suscrito un seguro de responsabilidad civil para afrontar eventuales daños a terceros ocasionados por el perro.

Articulo 59-L El incumplimiento de lo dispuesto en la presente ley con relación al libre acceso de personas con discapacidad y sus perros guía a los lugares, aquí mencionados, constituye infracción administrativa y será sancionado conforme se dispone en esta ley.

Artículo 59-M. Son sujetos responsables de las infracciones administrativas las personas físicas o morales que realicen, directa o indirectamente, las acciones u omisiones señaladas en la presente ley​

Artículo 59-N Serán responsables solidarios las personas físicas o morales, propietarias del establecimiento, de la concesión, licencia o permiso del que sea empleado o dependiente la persona infractora.

Artículo 59-0. Se instituye el Comité para la Certificación de Perros Guía como órgano técnico de apoyo en la certificación de perros guía. dicho Comité será presidido por el servidor público que designe el Titular del Ejecutivo y contará con tres vocales que serán personas de la sociedad civil con conocimientos amplios en la materia y cuyos nombramientos serán honorarios.

El Comité se reunirá por lo menos una vez al mes conforme lo establezca su reglamento, donde también se determinarán los procedimientos para su operación, y en sus sesiones conocerá de los asuntos que le encomiende la presente ley.

El Comité podrá otorgar plazos para el cumplimiento de las obligaciones previstas en esta ley cuando existan causas de fuerza mayor.

Artículo 62. Las infracción a las disposiciones contenidas en este cuerpo legal, serán denunciadas a las autoridades correspondientes quien considerando la gravedad de la falta, aplicará la sanción establecida.

Artículo 62-A. Son infracciones leves:

I. Ocupar indebidamente los espacios de estacionamiento preferencial;

II. Obstruir las rampas o accesos para personas con discapacidad

III. La exigencia de pago alguno por el acceso de los perros de guía sin que su entrada implique gasto adicional, conforme la presente ley.

IV. El daño físico que le sea infligido a un perro guía por negligencia.

V. Todas las conductas pasivas o activas que dificulten el ejercicio de los derechos reconocidos a las personas con discapacidad y a sus perros guía.

Artículo 62-B. Son infracciones graves:

I. El infringir los derechos reconocidos en la presente ley en cuanto a lugares, alojamientos, establecimientos, locales de propiedad privada.

II. La comisión de tres faltas leves, sancionadas, en un período de dos años.

III. Todas las conductas pasivas o activas que impidan en forma manifiesta y notoria el ejercicio de los derechos reconocidos a las personas con discapacidad y/o a sus perros guía.

Artículo 62-C. Son infracciones muy graves:

I. Negar el acceso o permanencia en lugares, alojamientos, locales y transportes públicos, previstos en el articulo 59-C de esta Ley.

II. Que los empresarios, administradores y organizadores de espectáculos públicos omitan o ubiquen discriminatoriamente los espacios reservados, así como las facilidades de acceso, para personas con discapacidad.

III. El daño físico que le sea infligido en forma dolosa a un perro guía.

IV. La comisión de tres faltas graves, sancionadas, en un período de dos años.

Artículo 63.- Para los efectos de la presente Ley, se aplicará, independientemente de lo dispuesto por otras disposiciones legales, las siguientes sanciones:

1. Para las infracciones leves, multa equivalente de 10 a 50 días  de salario mínimo vigente en la zona económica de que se trate.

II. Para las infracciones graves, multa equivalente de 51 a 100 días de salario mínimo vigente en la zona económica de que se trate.

III. Para las infracciones muy graves, multa equivalente de 100 a 300 días de salario mínimo vigente en la zona económica de que se trate.

Artículo 63-A. En caso de incurrir tres ocasiones en la misma falta, se procederá a la clausura temporal del local por cinco días.

Artículo 63-B. Para la graduación de las sanciones se atenderá a la intencionalidad de la falta o grado de negligencia, la importancia del daño generado, la reincidencia de la conducta y las condiciones propias del caso.

Artículo 63-C. La imposición de cualquier sanción prevista en esta ley no excluye la responsabilidad civil y penal y la eventual indemnización de daños y perjuicios que puedan corresponder al infractor.

Las sanciones anteriores se tramitarán y resolverán por parte del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia, sin perjuicio de lo dispuesto en el arto 58 de la Ley Federal de Protección del Consumidor.

TITULO IX

CAPITULO ÚNICO

DEL RECURSO DE RECONSIDERACIÓN E INCONFORMIDAD

ARTÍCULOS TRANSITORIOS
ART. 1.- La entrada en vigor del presente decreto, será en noventa días naturales, a partir de la fecha de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

ART. 2. Los perros guía existentes en la actualidad, deberán adecuarse a los requisitos de reconocimiento e identificación previstos en esta ley, dentro del plazo de seis meses a partir del desarrollo reglamentario de ésta ley.

ART. 3. – Los Municipios, dentro del ámbito de sus respectivas competencias, adaptarán sus reglamentos municipales sobre la materia a las normas contenidas en la presente ley, en el plazo de seis meses a partir de la entrada en vigor de esta ley.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y Para la Atención De Las Personas de Capacidades Diferentes, Adultos Mayores y Pensionados y Jubilados, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco 
ARACHO Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Diputada Jeanne Margaret Snydelaar Hardwicke ( Coordinadora ), Diputado José Luís Moreno Aguirre, diputado José Luís Alcalá de la Peña, diputado Luís Alberto Mendoza Balderas, Diputado José Francisco Cortés Lozano  Saltillo, Coahuila, a 26 de septiembre de 2006.
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COMISIÓN PARA LA ATENCIÓN DE LAS PERSONAS DE CAPACIDADES DIFERENTES, ADULTOS MAYORES Y PENSIONADOS Y JUBILADOS
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DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Finanzas, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de reforma al Código Financiero Para los Municipios del Estado; a la Ley Reglamentaria del Presupuesto de Egresos y al Código Penal Para el Estado de Coahuila, propuesta por los diputados Jorge Arturo Rosales Saade y César Flores Sosa, del Grupo Parlamentario " Vicente Fox Quesada", del Partido Acción Nacional; y, 
RESULTANDO

PRIMERO.- Que en sesión extraordinaria celebrada por el Pleno del Congreso el día 23 de Agosto del año en curso, se acordó turnar a las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales, y de Finanzas, la Iniciativa a que se ha hecho referencia.
SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Finanzas la Iniciativa de reforma al Código Financiero Para los Municipios del Estado; a la Ley Reglamentaria del Presupuesto de Egresos y al Código Penal Para el Estado de Coahuila, propuesta por los diputados Jorge Arturo Rosales Saade y César Flores Sosa, del Grupo Parlamentario " Vicente Fox Quesada", del Partido Acción Nacional; y,
CONSIDERANDO

PRIMERO.- Que estas Comisiones Unidas, con fundamento en los artículos 97, 102 fracciones I, y II, 103 fracción I, 104 fracciones IV y XI y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen. 

SEGUNDO.- La Iniciativa de reforma al Código financiero Para los Municipios del Estado; a la Ley Reglamentaria del Presupuesto de Egresos y al Código Penal Para el Estado de Coahuila, propuesta por los diputados Jorge Arturo Rosales Saade y César Flores Sosa, de Grupo Parlamentario " Vicente Fox Quesada", del Partido Acción Nacional, se basa en las consideraciones siguientes:
Sin duda uno de los motivos por los cuales la legislación federal, así como las diversas de los estados, impone a los gobernantes en turno la obligación de elaborar y presentar el presupuesto de egresos que normara ( sic) el gasto que haya de realizarse en el ente de gobierno de que se trate, es precisamente el contar con la certeza de que el ingreso recaudado sea destinado en forma tal, que proporcione el mayor beneficio para la población, debiendo además, garantizar que no representará un desgaste para la estructura estatal.

Dentro de la normatividad que regula los egresos que realiza el ente estatal, permite el gasto por motivo de difusión, promoción y publicidad, tema que ha sido recurrentemente discutido en diversas esferas de la sociedad, quienes en forma generalizada manifiestan su inconformidad debido al excesivo gasto que en estos rubros se realizan, atendiendo a lo anterior se efectúo un primer esfuerzo para solucionar el problema, y en fecha 20 de marzo del año 2001, este Congreso tuvo a bien aprobar la adición de un párrafo al artículo 251 del Código Financiero de los Municipio, el cual dispone que para los gobiernos municipales, en lo referente a gastos de difusión, promoción y publicidad, las erogaciones no podrán exceder del 3% de los ingresos presupuestales totales. Sin embargo consideramos que el porcentaje aprobado en su momento resulta alto para la situación económica que priva en nuestra sociedad. Que demanda cada vez mayor obra pública y beneficio social para el ciudadano, situaciones que no se ven favorecidas con un limite tan alto en gastos superfluos, que no benefician a nadie más, que al gobierno que se publicita, por lo anterior a través de la presente propuesta de reforma se propone reducir aún más los topes establecidos bajándolos a un 1.5 %, situación que disminuye en mucho los gastos que actualmente se realizan en los rubros citados, y que conllevaran ( sic) aun mejor aprovechamiento del erario público. 

Consideramos que la estipulación de un tope para las erogaciones en comento es de suma importancia, pero insuficiente, debido a que dicha norma no cuenta con sanción alguna en caso de incumplimiento, por lo que en el presente documento se propone sancionar la violación al precepto en comento con una multa que se imponga al titular de la Tesorería Municipal, por la cantidad equivalente al 10% de lo excedido, la cual será aplicada conforme al procedimiento de responsabilidad administrativa por la Contraloría Municipal y que de esa multa será responsable solidario el Presidente Municipal, esto con el fin de evitar a toda costa que se destinen erogaciones mayores a lo estipulado. 

Por otro lado, no existe a nivel estatal una disposición similar a la de los municipios, a pesar de que en ambos casos se trata de recursos públicos que deben ser fiscalizados para que su utilización sea en beneficio directo de la población, por lo tanto, proponemos también adicionar a la Ley Reglamentarla del Presupuesto de Egresos,  el párrafo previsto en el artículo 251. del Código Financiero para los Municipios.

Y en los mismos términos que los que se consignan para los municipios, se propone que se establezca una sanción por incumplimiento, para la cual, el texto establece, que se sancionara ( sic) con multa al titular de la Secretaria de Finanzas tratándose de las dependencias de la Administración Pública Centralizada o al Director, Presidente o autoridad ejecutiva equivalente respecto de las entidades de la Administración pública descentralizada, tribunales administrativos y organismos autónomos, también por la cantidad que corresponda al 10% de lo excedido, la cual deberá ser aplicada conforme al procedimiento de responsabilidad administrativa por la Secretaria de la Función Pública, y que con excepción de los organismos autónomos, el Gobernador del Estado será responsable solidario de la multa de referencia. 

La diferencia entre el sujeto al que se le impondrá la multa radica en que en el caso de las entidades de la administración pública descentralizada, la participación de la Secretaria de Finanzas es limitada y respecto a que el Gobernador no sea responsable solidario si ocurre la falta en los organismos autónomos, se explica en la naturaleza misma de estos entes, a quienes la Constitución Política desliga del Poder Ejecutivo. 

Es de señalarse que las sanciones que se pretenden adicionar se hacen en forma personal con el fin de no afectar las arcas del patrimonio municipal y estatal. 

Por otra parte también se plantea dentro del presente documento la adición en iguales términos para el Código Financiero y para la Ley Reglamentaria Del Presupuesto de Egresos del Estado la propuesta de sancionar a quienes siendo funcionarios o servidores públicos, con el fin de promover la imagen política o social de su persona, la de su superior jerárquico o la de un tercero, utilice recursos públicos para ello, así mismo se especifica, lo que se debe entender por promover, señalando que este supuesto se actualiza cuando se publicite cualquier programa, obra o acción en donde predomine sobre el acto a publicitar, la imagen de alguno de los señalados, esto, debido a que es frecuente Que el Gobernante en el poder aproveche el cargo en el que se encuentra con la finalidad de dar a conocer su imagen ante los ciudadanos con el objetivo de continuar su labor política personal y lo haga utilizando el pretexto de las obras que realiza durante el desempeño del mismo, y como es obvio haciendo uso del recurso público para ello. 

Lo anterior conlleva una reforma del Código Penal para el Estado en su artículo 203 mismo que se localiza en el Capitulo Segundo en el apartado de Delitos de Servidores Públicos contra la Economía de la Administración Pública en su Sección Sexta, relativo a las sanciones y figuras típicas de promoción o denigración de imagen, en el cual se prevé el supuesto citado en el párrafo anterior pero sin especificar lo que se entiende por promover, lo cual actualmente hace que lo establecido en dicho numeral quede a la interpretación de quien debe aplicar la norma. 

TERCERO.- De acuerdo con los artículos 126 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 171 párrafo cuarto de la Constitución Política Local, el Estado, los Municipios y las entidades paraestatales y paramunicipales, no podrán realizar pago alguno que no esté comprendido en sus respectivos presupuestos o en las adiciones que se hagan a los mismos, con autorización del Congreso del Estado, los Ayuntamientos o los órganos de gobierno de las entidades antes citadas, según corresponda. 

Así pues, constitucionalmente, el presupuesto de egresos crea la base legal indispensable para hacer los gastos públicos y sirve de parámetro para la rendición de cuentas que el Poder Ejecutivo debe rendir al Legislativo. 

Establecido lo anterior, los autores de la Iniciativa que ahora se dictamina, proponen la reforma al párrafo segundo de la fracción IV del artículo 251 del Código Financiero Para los Municipios y la adición de un tercer párrafo a dicha fracción, por considerar que el 3% de los ingresos totales para gastos de difusión, promoción y publicidad, representa una cantidad excesiva y un gasto superfluo y que por ello debe reducirse a 1.5%.
La razón expuesta por los autores de la iniciativa es totalmente subjetiva - la consideración, por su parte, de que el porcentaje aprobado en su momento resulta alto para la situación económica que priva en nuestra sociedad y que representa un gasto superfluo - razones estas que no encuentran sustento en datos objetivos y que se encuentran desvirtuadas por la propia ley, ya que en la misma se establece que los gastos de difusión, promoción y publicidad no podrán exceder del 3%, lo que implica que pueden ser menores. 

Por otra parte, los propios autores de la iniciativa afirman que la sociedad demanda cada vez mayor obra pública; y si esto es así, los gastos hechos para difundir y dar publicidad a los proyectos de la obra pública, y su costo, en modo alguno puede ser un gasto superfluo, pues cumple un propósito de información en la medida que el ciudadano se entera de la actividad de la administración pública municipal. 

Por lo demás, la Ley de Acceso a la Información Pública impone a todas las entidades públicas elaborar un boletín de información pública de sus actividades y cualquier otra información que sea de utilidad para el ejercicio del derecho a la información pública, o la que conforme a la ley tenga que hacerse pública; por ende, en pro de la información pública, contrario a la apreciación personal de los autores de la iniciativa, estas Comisiones de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Finanzas, consideran que el porcentaje establecido en el Código Financiero Para los Municipios del Estado de Coahuila, para gastos de difusión, promoción y publicidad, es prudente y contribuye para facilitar el acceso a la información pública a la que tienen derecho los coahuilenses; y, que de otra suerte, pudiera verse comprometido reduciendo a la mitad el porcentaje para esos gastos, como se propone en la iniciativa que ahora se estudia y dictamina. 

Contrario a lo que consideran los autores de la iniciativa en comento, no es verdad que la fracción IV del artículo 251 del Código Financiero Para el Estado de Coahuila, constituya una norma imperfecta por carecer de sanción en caso de ser inobservada, pues el artículo 267 del Código en cita establece que el control, vigilancia y evaluación del gasto público municipal tendrá por objeto examinar la actividad financiera del ayuntamiento, con el fin de verificar que se apliquen correctamente los recursos y se cumpla con los objetivos trazados en los programas operativos institucionales y que dicha función compete al Congreso del Estado por conducto de la Contaduría Mayor de Hacienda, en los términos que fijen las leyes, y en el ámbito de sus facultades, a los propios ayuntamientos.

A su vez, la Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda dispone en su artículo 30 que las responsabilidades que conforme a la misma se finquen, tienen por objeto cubrir a la Hacienda Pública Estatal o Municipal el monto de los daños y perjuicios estimables en dinero, y que esas responsabilidades se determinarán independientemente de las que procedan por otras leyes y de las sanciones penales que imponga la autoridad judicial; luego, si las erogaciones para gastos de difusión, promoción y publicidad exceden del 3%, al analizar la cuenta pública y verificar que no se aplicaron correctamente los recursos, se tendrá que cubrir a la hacienda pública municipal el monto de los daños y perjuicios estimables en dinero, lo que representa una sanción, pues ésta doctrinalmente se define como la consecuencia jurídica derivada del incumplimiento de una norma en relación con la persona obligada. 

En el mismo tenor, proponen los autores de la Iniciativa se adicione el artículo 7 de la Ley Reglamentaria del Presupuesto de Egresos del Estado de Coahuila a efecto de establecer que los gastos de difusión, promoción y publicidad del Ejecutivo no podrá exceder del 1.5% de los ingresos presupuestales totales. 

Conforme al artículo 1º de la Ley en cita, corresponde al Ejecutivo la Iniciativa del Presupuesto de Egresos, y esta solución se entiende doctrinalmente porque como lo señala el maestro Gabino Fraga, en su Libro de Derecho Administrativo, el Ejecutivo es el que está más capacitado para hacer una estimación de los ingresos y de los gastos públicos, ya que tiene en sus manos todos los datos relativos al rendimiento de los primeros y a las necesidades que los segundos deben satisfacer. 

El presupuesto de egresos del Poder Ejecutivo es aprobado por el Congreso del Estado, de tal manera que por ese motivo el rubro de Publicidad, difusión y promoción; en tanto que en materia del presupuesto de egresos de los Municipios, es una atribución de los Ayuntamientos el cual se genera bajo la normatividad del Código Municipal y el Código Financiero. 

Así las cosas, la reforma que se propone puede dar lugar a un vicio de inconstitucionalidad, pues por disposición legal es el Ejecutivo quien tiene que presentar a la Legislatura Local la iniciativa en la que se contengan las previsiones financieras para sufragar el gasto público a cargo del gobierno del Estado, durante el año fiscal que corresponda; luego, será dentro de esas previsiones financieras que se establezcan los gastos de difusión, promoción y publicidad del Ejecutivo. 

Finalmente, al igual que acontece tratándose del Municipio, esos gastos guardan estrecha relación con la obligación que tiene el Poder Ejecutivo de dar cumplimiento a la Ley de Acceso a la Información Pública, y de allí que sea el propio Ejecutivo quien al formular la Iniciativa correspondiente, determine el porcentaje que deba destinarse a los gastos públicos de difusión. promoción y publicidad de la obra y actividades del gobierno. 

Establecen también los autores de la iniciativa, tanto para el Municipio como para el Ejecutivo, que el servidor público que utilice fondos públicos con el fin de promover la imagen política o social de su persona, la de sus superior jerárquico o la de un tercero, será sancionado en los términos del artículo 203 del Código Penal Para el Estado de Coahuila y que por promover la imagen política o social debe entenderse publicitar cualquier programa, obra o acción en donde predomine sobre el acto a publicitar, la imagen de alguno de los señalados. 

La figura típica que contemplan los autores de la iniciativa, no es la de artículo 203 del Código Penal, pues en este precepto se sanciona la promoción o denigración de imagen per se; y, en el caso que nos ocupa, además de la imagen del servidor público está el informe de la obra o programa de gobierno a desarrollar; hipótesis esta que no contempla el multicitado artículo 203 del Código Penal.
Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, estas Comisiones de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Finanzas, formulan el presente 

DICTAMEN

ÚNICO.- Por las razones expuestas debe desestimarse la Iniciativa cuyo estudio se ha hecho. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y Finanzas, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela, Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Diputado Raúl Xavier González Valdés ( Coordinador ), Diputado José Luis Moreno Aguirre, Diputado Jesús María Montemayor Garza, Diputado Guadalupe Sergio Resendiz Boone, Diputado Julián Montoya de la Fuente, Diputado Cesar Flores Sosa, Diputado Luis Gurza Jaidar, Diputado Lorenzo Dávila Hemández, Diputado Jorge Alberto Guajardo Garza. Saltillo, Coahuila, a 20 de septiembre de 2006. 
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DICTAMEN de las Comisiones Unidas del Agua y de Ecología y Medio Ambiente, de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, respecto de la Proposición con Punto de Acuerdo, sobre "Elaboración del padrón real de Pozos de Agua existentes en el Estado" 

ANTECEDENTES

PRIMERO.- Que con fecha de 26 de Junio del presente año, se recibió en la Oficialía Mayor de este Congreso del Estado, la Proposición con Punto de Acuerdo relativa a que las Comisiones Unidas del Agua y de Ecología y Medio Ambiente, revisen el caso de "Elaboración del padrón real de Pozos de Agua existentes en el Estado" planteada por el Diputado Raúl Xavier González Valdés. 
SEGUNDO.- Que la proposición con punto de acuerdo señalada en el punto que antecede, fue analizada en la sesión de la Diputación Permanente de éste H. Congreso del Estado, celebrada el día 4 de Julio del presente año, y de conformidad con lo dispuesto en los artículos 199, 251 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila; se dispuso que dicha Proposición con punto de acuerdo, fuera turnada a las Comisiones Unidas del Agua y de Ecología y Medio Ambiente, para su estudio y dictamen. 

CONSIDERANDO

PRIMERO.- Que en virtud de lo anterior, y toda vez que las Comisiones del Agua y de Ecología y Medio Ambiente, son competentes para emitir el presente dictamen, y conocer sobre los asuntos turnados por la Diputación Permanente, conforme a lo dispuesto en el artículos 113 y 114 de la Ley Orgánica de Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. 
SEGUNDO.- El promovente solicita en la proposición con Punto de Acuerdo, se le requiera a la Comisión Nacional del Agua, que en coordinación con la Secretaría del Medio Ambiente en nuestro estado, se aplique en Coahuila un programa de pozos sustentables, en el que se incluya la realización de un censo de todos y cada uno de los pozos de los que se extrae agua para cualquiera de los usos, y con ello la elaboración de un padrón real de los pozos existentes, para de esa forma conocer con certeza cual es la cantidad de agua que esta extrayendo del subsuelo y compararla con la recarga natural de los acuíferos, así mismo se obligue a los usuarios de dichos pozos, a colocar medidores volumétricos, con la finalidad de verificar el estatus de legalidad de los mismos en relación a la autorización por la autoridad responsable, todo lo anterior con el único propósito de revertir tanto el uso indiscriminado del vital líquido, como evitar la sobre explotación de los acuíferos del Estado. 

TERCERO.- Para tener más información al respecto se logró una entrevista con el Ing. Roberto Schuldes Dávila, Delegado de la Comisión Nacional del Agua en Coahuila. 

CUARTO.- En dicha plática, el Ing. Schuldes, manifestó que actualmente ya existe un padrón de todos los pozos registrados ante la CNA en el Estado, los cuales se localizan con el título de servicios, que inclusive pueden ser ubicados en el portal de internet de la citada dependencia. 

QUINTO.- En el citado título de servicios, se encuentra el Registro Público de Derechos del Agua (REPDA), el cual establece registros municipales de Títulos y permisos de Aguas Nacionales, señalando el nombre del titular, No. De Título, Uso y Fecha de Registro, además de señalar el volumen de extracción anual, aprovechamientos superficiales, aprovechamientos subterráneos, volumen de descargas entre otros datos técnicos. 

SEXTO.- Por otra parte, la Ley de Aguas Nacionales establece en su artículo 119 fracción VII, sanciones por no instalar, no conservar, no reparar o no sustituir, los dispositivos necesarios para el registro o medición de la cantidad y calidad de las aguas. 

SÉPTIMO.- Estas Comisiones Dictaminadoras Ordinarias del Agua y de Ecología y Medio Ambiente, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 97; 102 fracción X y XXIV; 113; 114; 132; 134; 136; de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, somete a su consideración el siguiente: 

DICTAMEN

PRIMERO.- Por las razones expuestas, al existir actualmente un padrón de los pozos existentes en el estado, solicitamos a la Comisión Nacional del Agua y a la Secretaría del Medio Ambiente en el Estado, nos informe con precisión cual es la cantidad de agua que se está extrayendo del subsuelo, comparada con la cantidad de la recarga natural de los mantos acuíferos, lo anterior con la finalidad de revertir el uso indiscriminado del agua, así como de evitar la sobreexplotación de los mantos acuíferos en nuestro estado 

SEGUNDO.- Gírense atentos oficios a la Comisión Nacional del Agua, y a la Secretaría del Medio Ambiente en nuestro estado, para solicitar la información planteada en el punto anterior. 

Así lo acuerdan los diputados integrantes de las Comisiones Dictaminadoras del Agua y de Ecología y Medio Ambiente.

Saltillo, Coahuila., a 29 de Septiembre del 2005
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DICTAMEN de la Comisión de Comunicaciones y Obras Públicas de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, en el que se propone un punto de acuerdo en el que se exhorta a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes y a Caminos y Puentes Federales de Ingresos y Servicios Conexos del Gobierno Federal, a fin de que adopten una política preventiva más proactiva en la prevención de accidentes, y específicamente a que promuevan la realización de las mejoras que requiere la Autopista Saltillo - Torreón y el tramo libre correspondiente, a fin de disminuir su peligrosidad y evitar los frecuentes accidentes que en ésta se suscitan. Adicionalmente, se amplíen los servicios de apoyo en esta vía de comunicación, atendiendo con la misma solicitud la Carretera Libre y la Autopista.
R E S U L T A N D O

Primero: Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso del Estado de  Coahuila el día 25 de abril del presente año, se notificó de una proposición con punto de acuerdo del Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez, en el que se solicita que el Congreso del Estado de Coahuila, a través de la Comisión de Comunicaciones y Obras Públicas, exhorte a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes para que intervenga en la mejora de la Carretera Saltillo -Torreón. 

Segundo: Que dicho documento se turnó a la Comisión de Comunicaciones y Obras Públicas para su estudio y, en su caso, formulación de un dictamen en el cual se resuelva lo que se estime procedente y, 

C O N S I D E R A N D O

Primero: Que esta Comisión es competente para emitir este dictamen de conformidad con los artículos 125, 132, 144, 199 y 252 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

Segundo: Que, desde por lo menos el año 2000, se han venido haciendo señalamientos públicos en el sentido de que la Autopista Saltillo -Torreón y la carretera libre correspondiente, requieren de la realización de obras que permitan dotarlas con condiciones mínimas de seguridad y calidad para el intenso trafico vehicular que circula por estas vías de comunicación. En el mismo contexto, también se han hecho señalamientos respecto a la falta de mantenimiento, limpieza y vigilancia respecto a la instalación carretera existente. 

Tercero: Que, aunque las condiciones de la cinta asfáltica en sí son buenas, existen en esta obra carencias que pueden físicamente comprobarse, y son las siguientes: 

- Falta de acotamiento en el tramo libre, que impide a los vehículos que por ahí circulan, detenerse en casos de emergencia bajo condiciones mínimas de seguridad, o hacer maniobras e evasión para evitar accidentes. 

- Lo anterior se ve agravado por el hecho de que el repavimentado de este tramo, generó desniveles hasta de treinta centímetros entre la cinta asfáltica y el terreno limítrofe, lo cual hace peligrosa cualquier salida de la estrecha área pavimentada. 

- Presencia de ganado en diversos puntos carreteros, que en ocasiones invade los carriles destinados a la circulación de vehículos. 

- Falta de señalamientos que adviertan sobre las condiciones y riesgos que presenta la carretera al automovilista al circular por ella. 

- Presencia de abundantes deshechos de llantas y de restos de arena de piedra y granzón en los carriles de circulación, especialmente en tiempo de verano, sin que se perciba una labor de mantenimiento que retire esos restos con una razonable prontitud. 

- Deterioro en algunas barreras de contención, sin que se reemplacen o reparen oportunamente los elementos dañados. 

Cuarto: Que además de lo anterior, existe una patente falta de servicios de vigilancia y apoyos carreteros, ya que el intenso tráfico vehicular y los riesgos existentes, demandan mayor presencia policial federal, ambulancias y unidades de apoyo del tipo de los llamados" Angeles Verdes" El patrullaje policial es particularmente importante, a fin de prevenir el exceso de velocidad de los vehículos que circulan e informar con prontitud sobre la existencia de obstáculos o materiales que entorpezcan o pongan en riesgo la seguridad de la circulación de vehículos. 

Quinto: Que existe un elevado índice de accidentes en esta importante arteria carretera, con saldos de pérdidas irreversibles de vidas, salud y bienes. 

Sexto: Que la corrección de las deficiencias aquí enumeradas es un apremiante requerimiento público de los usuarios de la misma. 

Séptimo: Que, en base a las anteriores consideraciones, y consecuentes con el punto de acuerdo aprobado por este Congreso, exhortando al Titular del Ejecutivo Federal a fin de que realice las gestiones necesarias para retabular los costos de peaje en las todas las carreteras de paga del país, y para que lleve a cabo las gestiones correspondientes, con objeto de que no se abandone el cuidado de las carreteras libres que se encuentran bajo la jurisdicción federal, y que corren en los mismos tramos en los que existen carreteras de paga, a fin de que constituyan auténticas alternativas para el transporte que llevan a cabo las personas de más bajos recursos, se propone a este Honorable Congreso el siguiente
ACUERDO

Primero: El Congreso del Estado de Coahuila exhorta a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, y a Caminos y Puentes Federales de Ingresos y Servicios Conexos del Gobierno Federal, a fin de que adopten una política preventiva más proactiva en la prevención de accidentes, y específicamente a que promuevan la realización de las mejoras que requiere la Autopista Saltillo - Torreón y el tramo libre correspondiente, a fin de disminuir su peligrosidad y evitar los frecuentes accidentes que en éstos se suscitan. Asimismo, promuevan la ampliación de los servicios de apoyo mencionados en el cuarto considerando de este dictamen. 

Segundo: Se atienda con la misma solicitud, el mantenimiento de la carretera libre que el de la Autopista, ya que en aquélla es donde ocurre el mayor número de accidentes y no es válido relegar su atención en base a consideraciones de tipo económico, cuando de salvar vidas se trata. 

Así, con fundamento en lo dispuesto en lo señalado por de la Ley Orgánica del Congreso, lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Comunicaciones y Obras Públicas. 

Sala de Comisiones Soberanía Nacional, Edificio Miguel Ramos Arizpe, Saltillo, Coahuila a 27 de septiembre del año 2006.
POR LA COMISIÓN DE COMUCACIONES Y OBRAS PUBLICAS
Dip. José Luis Alcalá de la Peña

Dip. Miguel Angel Riquelme Solís

Dip. Román Alberto Cepeda González

Dip. César Flores Sosa

Dip. José Ignacio Máynez Varela





































